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Resumen 
En la concepción del Estado Social del Derecho es imprescindible la evolución legislativa 
y jurisprudencial del recurso extraordinario de casación en los asuntos del trabajo y la 
seguridad social; de manera tal que nos conduzca al escenario de la protección y tutela 
efectiva de los derechos y garantías constitucionales; encaminado al logro de una justicia 
material, pronta y cumplida; dejando de lado la técnica, en especial, cuando se ven 
involucrados derechos fundamentales como: trabajo, respeto a las garantías mínimas, 
huelga, asociación y seguridad social, entre otros. 
El objeto de la presente investigación es reflexionar acerca de la necesidad de que el 
recurso de casación evolucione y se convierta en autosuficiente, constitucionalizando las 
formas procesales y abandonando la preeminencia de las formas sobre el fondo, pues si 
bien se ha implementado una política de flexibilización en los requisitos de la demanda, 
es imperativo que cuando estén inmersos los citados derechos se asuma el estudio de 
las controversias, sin que la falta de técnica lo impida. 
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So that leads us to the scene of the effective protection and enforcement of rights and 
constitutional guarantees, in the conception of the rule of law legislative and 
jurisprudential evolution of the extraordinary appeal in matters of labor and social security 
is essential, aimed at achieving a fulfilled material justice, prompt, and, apart from the art, 
especially when fundamental rights are involved such as: work, respect the minimum 
guarantees, strike, association and social security, among others. 
The purpose of this research is to reflect on the need for an appeal to evolve and become 
self-sufficient, constitutionalising procedural forms and leaving the preeminence of the 
forms on the bottom, because although it has implemented a policy of easing on the 
requirements of the application, it is imperative that when these rights are involved the 
study of disputes assume, without lack of technique prevents it. 
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El recurso de casación laboral legislativamente desde su creación ha tenido como fin la 
unificación de la jurisprudencia nacional en materia del derecho del trabajo, como bien lo 
mencionaba en forma textual el artículo 86 originario del Código Procesal del Trabajo. Sin 
embargo, en la actualidad, dicho precepto con su última modificación a través de la Ley 
712 de 2001 carece de mención alguna al respecto, centrándose únicamente a señalar la 
cuantía a partir de la cual es procedente la interposición del recurso; lo que indica que su 
direccionamiento se conserva por fuente eminentemente jurisprudencial. 
En voces de los primigenios fallos de los altos Tribunales del Trabajo el recurso de 
casación laboral “controla la actividad judicial, defiende la normal legal y por ese camino, 
unifica la jurisprudencia”1. 
Desde el punto de vista del derecho objetivo, el recurso de casación laboral tiene una 
función de carácter nomofiláctico o de protección de la norma jurídica como se observa 
en reiteradas sentencias del Tribunal Supremo del Trabajo, Corte Suprema de Justicia y 
Corte Constitucional, las cuales se reseñarán en el curso del presente escrito. 
Dicha nomofilaxis o protección de la norma jurídica implica la limitación en casación al 
estudio de la legalidad de la sentencia impugnada, sin que ello constituya una tercera 
instancia; pues, la realización del derecho objetivo no busca reabrir debates procesales, 
sino la verificación de la aplicación e interpretación correcta de las normas por parte de 
los jueces. Por tal motivo, la jurisprudencia es clara al mencionar que “el recurso de 
casación se encarga de juzgar las sentencias y las instancias se ocupan de juzgar la 
controversia”2. 
En la actualidad aún se afirma de manera categórica que la competencia de la Corte 
Suprema de Justicia, cuando funge como órgano superior de casación, es restringida, en 
la medida que está compelida a realizar el examen, propuesto por el demandante en el 
recurso, de la sentencia acusada con la ley, “con el fin de preservar el imperio de ésta y 
unificar la jurisprudencia nacional”3 
 
                                               
 
1 República de Colombia. Tribunal Supremo del Trabajo. Sentencia del 27 de noviembre de 1946. Ponencia de Castor Jaramillo Arrubla. 
Gaceta del trabajo. Tomo I-1946. p. 72 
2 Ibídem. p. 74 
3 República de Colombia. Corte Suprema de Justicia. Sala de Casación Laboral. Auto del 19 de marzo de 2002. Ponencia de Luis 
Gonzalo Toro Correa. p. 16 
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Caso diferente se presenta cuando la Sala de Casación Laboral, en sede de instancia 
falla de fondo la controversia sometida a su conocimiento, como consecuencia del 
planteamiento apropiado del recurso de casación, advirtiendo la violación por parte de los 
jueces de primera o segunda instancia, según se trate de casación per saltum o no, de 
las normas sustanciales que consagran los derechos reclamados, bien por infracción 
directa, aplicación indebida, ora por interpretación errónea, desvirtuando de manera 
excepcional “el amparo de acierto y legalidad de las sentencias”4. 
En el contexto del mencionado recurso, el papel de la Sala de Casación Laboral en la 
verificación de la legalidad de las sentencias y la unificación de la jurisprudencia, finalidad 
imperante desde su incursión en el Estado de Derecho, pese a ser un mandato de orden 
constitucional5, se encuentra limitado de manera considerable por la rigurosidad de la 
técnica procesal contenida en el capítulo XV del Código Procesal del Trabajo y la 
Seguridad Social, la cual desde las modificaciones legislativas llevadas a cabo con el 
Decreto 528 de 1964 y las Leyes 16 de 1968 y 1969, ha sido estática y rigurosa en sus 
causales y en el cumplimiento de los requisitos de la demanda.  
La estrictez en la forma para efectos de la admisión de la demanda de casación halla 
sentido en la imposibilidad “del juez de casación de apreciar las consideraciones 
subjetivas y valorativas que tuvo el juez de instancia…, en virtud de lo ordenado por la 
ley”6. 
Es lógico el acogimiento a la forma y a la técnica habida cuenta que la Sala de Casación 
Laboral de la Corte Suprema de Justicia, como máximo órgano de la jurisdicción laboral, 
está limitada a verificar el cumplimiento de los enunciados normativos de las reglas 
jurídicas aplicables al caso en concreto sometido a su consideración; así, como a la 
interpretación de los mismos por parte de los jueces de instancia, sin que ello implique 
una nueva revisión de fondo del asunto, que en algún modo pueda afectar la autonomía y 
la formación del libre convencimiento del inferior, atentando contra la seguridad jurídica 
en la búsqueda de decisiones iguales frente a casos iguales. Es por ello que, de manera 
generalizada, es decir, desde los órdenes legal, jurisprudencial y doctrinal, se ha 
entendido que la demanda debe estructurarse atendiendo estrictamente los preceptos 
legales, con sus desarrollos jurisprudenciales y legales, sin que le sea dado a la Corte 
actuar “de oficio a fin de enmendar o corregir los defectos de que dicha demanda pueda 
adolecer”7, especialmente por virtud del carácter rogado o dispositivo del recurso, 
máxime cuando los dislates técnicos son protuberantes. 
No obstante el anquilosamiento de la casación laboral desde la óptica legislativa, se 
evidencia un avance en materia de jurisprudencia; pues el hecho que la casación 
                                               
 
4 República de Colombia. Corte Suprema de Justicia. Sala de Casación Laboral. Sentencia 39357 del 13 de febrero de 2013. Ponencia de 
Luis Gabriel Miranda Buelvas. p. 14 
5 Constitución Política. Artículo 235 numeral 1 
6 República de Colombia. Corte Constitucional. Sentencia C-140 del 9 de marzo 1995. Ponencia de Vladimiro Naranjo Mesa 
7 República de Colombia. Corte Suprema de Justicia. Sala de Casación Laboral. Auto del 19 de marzo de 2002, Ponencia de Luis 
Gonzalo Toro Correa. p. 17 
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mantenga incólume su estructura, en manera alguna ello comporta que la misma se haya 
mantenido anclada en el tiempo, habida cuenta que en el contexto del Estado Social de 
Derecho debe atender nuevos retos y finalidades; tal es así que en la actualidad no sólo 
debe ocuparse del control puro y simple de legalidad de las sentencias, sino que debe 
hacer justicia al derecho; razón por la cual, “hoy en día la ley sólo puede tener sentido en 
la medida que sus fórmulas realicen los valores y principios del texto Superior y los 
tratados internacionales sobre derechos humanos que conforman el bloque de 
constitucionalidad”8 
Pese a lo anterior, dada la nueva concepción del Estado Social del Derecho entronizado 
en nuestro país con la Constitución Política de 1991, siendo uno de los pilares 
fundamentales la protección y salvaguarda de los derechos fundamentales de los 
ciudadanos, es imprescindible la evolución legislativa y jurisprudencial del recurso 
extraordinario de casación en materia laboral; de manera tal que, conforme a los 
lineamientos actuales del derecho, nos conduzcan en el escenario de la protección y 
tutela efectiva de los derechos y garantías constitucionales; encaminados al logro de una 
justicia material, pronta y cumplida; dejando de lado, razonablemente, la preeminencia de 
las formas -técnica de la demanda de casación- sobre el fondo, en especial, cuando se 
ven involucrados derechos fundamentales; tales como, trabajo, respeto a las garantías 
mínimas, huelga, asociación y seguridad social, entre otros. 
Así, el objeto de la presente investigación es reflexionar, de cara al Estado Social de 
Derecho, que es momento para que el recurso extraordinario de casación en asuntos del 
trabajo y la seguridad social dé un paso adelante y se convierta en autosuficiente; para 
que por sí sólo preserve, proteja o haga efectivos los derechos fundamentales de las 
partes que en su ámbito puedan resultar implicados en los asuntos de su competencia, 
constitucionalizando las formas procesales y abandonando, la preeminencia de las 
formas sobre el fondo. 
Por tal razón, el problema jurídico central a resolver es: ¿La técnica en el recurso 
extraordinario de casación laboral impide la tutela efectiva de los derechos 
fundamentales? 
El juez laboral en casación está obligado a ser un juez ante todo constitucional, tan es así 
que, como director del proceso debe adoptar “las medidas necesarias para garantizar el 
respeto de los derechos fundamentales y el equilibrio entre las partes”9. Por tanto, la sola 
presencia de dislates en la técnica de las demandas, no es suficiente para sacrificar, 
entre otros, los principales fines esenciales del Estado consagrados en el artículo 2 de la 
Constitución Política de Colombia, como son, “el servicio a la comunidad, la promoción 
                                               
 
8 República de Colombia. Corte Suprema de Justicia. Sala de Casación Penal. Sentencia 24026 del 29 de octubre de 2005. Ponencia de 
Mauro Solarte Portilla. 
9 Ley 1149 de 2007. Artículo 7. 
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de la prosperidad general y la garantía de la efectividad de los principios, derechos y 
deberes constitucionales”10. 
La Sala Laboral de la Corte Suprema de Justicia, como máximo órgano de la jurisdicción 
ordinaria laboral, debe ser un juez pluralista e incluyente y, por tanto, a pesar de sus 
múltiples bondades jurídicas y de los importantes desarrollos jurisprudenciales en materia 
de flexibilización de los requisitos de la demanda de casación, está sin herramientas 
legales que le permitan rebasar los límites procesales por vía de excepción ante la 
vulneración de derechos fundamentales; pues, si bien es cierto, en algunos casos ha 
asumido el estudio de algunas controversias, pese a presentar falencias en los 
presupuestos de la demanda (v. gr. en la proposición jurídica, alcance de la impugnación 
o en la modalidad de violación de la ley invocada por el recurrente) y la viabilidad de 
nulidades surgidas por desconocimiento de derechos constitucionales como abstracción 
a la regla general11, hace falta reglamentar, desde la óptica legislativa, la facultad de la 
Corporación para obviar las falencias de técnica en aras de la tutela efectiva de los 
derechos en comento. 
De igual manera, es imperativo que la Sala de Casación Laboral desde ya reconozca el 
carácter de norma sustancial de alcance nacional a los preceptos constitucionales, sin 
que para ello se requiera de norma legal que los desarrolle. Sostener el criterio contrario 
resta carácter normativo a la Constitución Política para observarla como una carta de 
principios y valores pendientes de desarrollos legales12 en la concreción de derechos 
laborales, excluyéndola también de su carácter sustancial, dejándola fuera de la 
posibilidad de reclamar por vía de casación los derechos laborales constitucionales 
contenidos en ella, bajo el argumento de tratarse de una declaración de principios más 
no de derechos. 
En tal sentido, el rigorismo que rodea la técnica del recurso de casación en materia 
laboral puede ocasionar el quebrantamiento involuntario del ejercicio verdadero del 
control difuso de constitucionalidad en los casos que lo ameriten. La constitucionalización 
del derecho lleva intrínseco el deber del fallador (Sala de Casación Laboral de la Corte 
Suprema de Justicia, para el caso de ésta investigación) de desentrañar la intención del 
impugnante, en el rol de la integración legislativa de la salvaguarda del ordenamiento 
constitucional y el logro de la eficacia jurídica de los instrumentos internacionales del 
trabajo. 
En cierto sentido, la constitucionalización del recurso de casación laboral implica la 
constante puesta en práctica del llamado principio pro actione (de corte 
constitucionalista) en la medida que los derechos laborales conllevan, en la mayoría de 
los casos, de manera implícita o explícita un derecho fundamental que debe ser 
                                               
 
10 Constitución Política. Artículo 2 
11 República de Colombia. Corte Suprema de Justicia. Sala de Casación Laboral. Sentencia 36301 del 25 de septiembre de 2012. 
Ponencia de Elsy Del Pilar Cuello Calderón 
12 República de Colombia. Corte Suprema de Justicia. Sala de Casación Laboral. Sentencia 22479 del 11 de agosto de 2004. Ponencia de 
Carlos Isaac Nader. p. 13 
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protegido más allá de los yerros formales de la presentación de la demanda o en técnica 
casacional, ante la violación de la ley sustancial con fundamento en la vulneración de un 
derecho constitucional como causal de procedencia; la cual, en concepto de éste 
investigador, se encuentra pendiente de ser desarrollada en modo legislativo en 
cumplimiento de los fines esenciales del Estado, como primer paso a la tutela efectiva. 
La hipótesis a desvirtuar en el estado de cosas, consiste en la afirmación que: La 
rigurosidad formal del recurso de casación laboral garantiza la prevalencia del derecho 
sustancial materializado en las instancias como lo menciona el artículo 228 de la 
Constitución Política, en la medida que se constituye en un escudo que evita la 
prolongación indefinida de los debates jurídicos a discrecionalidad. 
Lo anterior, retomando el carácter objetivo del recurso encaminado principalmente a la 
nomofilaxis normativa y el control de la actividad judicial por parte de la Sala de Casación 
Laboral de la Corte Suprema de Justicia, la cual se encuentra limitada ante la 
imposibilidad de reabrir debates procesales previamente agotados, hallándose privada de 
la realización de cualquier consideración adicional que implique la alteración de la 
seguridad jurídica lograda en instancias. 
Finalmente, el itinerario escritural e investigativo que se traza éste trabajo final de 
maestría, pretende analizar si el desarrollo legal y jurisprudencial que los requisitos de la 
demanda de casación “técnica”, aún después de la implementación de la política de 
flexibilización de los mismos por parte de la Sala Laboral de la Corte Suprema de 
Justicia, impide la tutela efectiva de los derechos fundamentales que se suscitan en la 
jurisdicción del trabajo y la seguridad social. 
La anterior pretensión se orienta específicamente establecer, si en la actualidad, las 
exigencias que legal y jurisprudencialmente se hacen respecto a la demanda de 
casación, están en consonancia con los nuevos fines del recurso de casación 










I. LA TÉCNICA ENLA DEMANDA DE CASACIÓN Y LOS DERECHOS 
FUNDAMENTALES EN EL TRABAJO Y LA SEGURIDAD SOCIAL 
 
1. Síntesis histórica 
Para Piero Calamandrei la casación, en la forma como está concebida hoy día en el 
ordenamiento jurídico, es un instituto de origen puramente francés, cuyo nacimiento de la 
fase moderna se remonta a la Revolución de 178913.. Es el resultado de la fusión de dos 
institutos a saber: uno que forma parte del ordenamiento judicial-político, como es la 
Corte de Casación; y otro, inherenteal derecho procesal, como es recurso de casación 
propiamente dicho14.  
Calamandrei en su obra La Casación Civil. Tomo 1. Volumen 2, define la casación como 
un:  
Instituto judicial consistente en un órgano único en el Estado (Corte de Casación), que a 
fin de mantener la exactitud y la uniformidad de la interpretación jurisprudencial dada por 
los Tribunales de derecho objetivo, examina sólo en cuanto a la decisión de las cuestiones 
de derecho, las sentencias de los jueces inferiores cuando las mismas son impugnadas 
por los interesados mediante un remedio judicial (recurso de casación) utilizable 




El primer antecedente se encuentra en el derecho romano, específicamente, en la 
nulidad de las sentencias resultantes de relaciones procesales válidas, como mecanismo 
para declarar la inexistencia jurídica de un fallo materialmente. En principio esa nulidad 
se daba por vicios de carácter procesal y posteriormente procedió por vicios en el juicio. 
De esa condición de anulabilidad de las sentencias es que nacen los primeros pasos 
hacia la impugnación dentro del proceso estatutario, por fusión de los elementos 
romanos y germanos y se comienzan a analizar las consecuencias de los vicios de los 
fallos y el principio de validez formal de las sentencias16, a diferencia de la revocatio in 
duplum (simple acción de declaración negativa de certeza) y la appellatio creada con el 
fin de obtener una nueva sentencia en una instancia superior por existencia de vicios en 
su contenido. 
 
                                               
 
13Calamandrei, Piero, La Casación Civil, Historia y Legislaciones, Editorial Bibliográfica Argentina, Tomo I, Volumen II, Buenos 
Aires, 1945, p. 376 
14Calamandrei, Piero, La Casación Civil, Historia y Legislaciones, Editorial Bibliográfica Argentina, Tomo I, Volumen I, Buenos Aires, 
1945. p. 26 
15Calamandrei, Piero, La Casación Civil, Historia y Legislaciones, Editorial Bibliográfica Argentina, Tomo I, Volumen II, Buenos 
Aires, 1945, p. 376 
16 Ibídem. p. 373 
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Como segundo antecedente, está la figura jurídica de laappellatio como la noción más 
próxima al concepto de casación en la época moderna. Según Ulpiano, su naturaleza 
procesal emanaba de la necesidad de “corregir la injusticia y la ignorancia de los 
juzgadores, quippe cum iniquitatemiudicantiumvelimperitamrecorrigat”17. 
Procedía en los eventos en que una de las partes dentro del proceso se sentía afectada 
por la sentencia del juez de primera instancia, la cual, a pesar de ser legal y 
procesalmente válida, tenía un contenido, en su parecer, injusto en la resolución de la 
controversia. Por tal razón, podía solicitar al juez superior un nuevo pronunciamiento 
sobre los mismos hechos de la litis, impidiendo por un lado la ejecutoria de la sentencia 
inicial (efecto suspensivo), y, por otro, invistiendo al superior de la facultad de dictar 
sentencia nuevamente, si era del caso (efecto devolutivo)18. 
Según el referido autor, la appellatio, modificó sustancialmente el sentido de la fuerza del 
fallo o de la cosa juzgada, porque solamente ella podía existir una vez trascurrieran la 
totalidad de los términos judiciales para apelar o para agotar las instancias de manera 
completa. En sus términos surgió “un presupuesto de cosa juzgada sustancial”19. 
El carácter apelable de la sentencia no significaba necesariamente su contenido injusto. 
Su finalidad se sintetizaba en corregir los errores del juicio en primera instancia 
cualquiera que fuere su especie, es decir, de hecho o de derecho, los concernientes a la 
premisa mayor o menor, y el desarrollo de los silogismos judiciales20. 
Aclara Calamandrei21que aunque laappellatio romana generaba el efecto devolutivo 
completo, debido a que se recurría al juez superior para que produjera un nuevo 
pronunciamiento a partir del conocimiento de todo el proceso, si se compara con el 
recurso de casación que tiene un efecto devolutivo limitado, en la medida que sólo se 
centra en el conocimiento de los vicios de la sentencia. Es necesario tener en cuenta que 
su origen proviene de las legislaciones bárbaras, que transformaron ese concepto 
fundado en la querelanullitatis. En ésta, surgida del derecho estatutario y del derecho 
común, desde el punto de vista procesal y obviando las causales de procedencia, se 
estructura en perfecta armonía con los efectos del recurso de casación en la forma como 
en la actualidad lo encontramos o, por lo menos, hasta la incursión del Estado Social de 
Derecho, que como veremos más adelante, ha variado sustancialmente los fines. La 
querelanullitatisinvalidaba la sentencia que “a pesar de haber adquirido ya existencia 
                                               
 
17Calamandrei, Piero, La Casación Civil, Historia y Legislaciones, Editorial Bibliográfica Argentina, Tomo I, Volumen I, Buenos Aires, 
1945, p. 90 
18 Ibídem. p. 82 
19 Ibídem. p. 86 
20 Ibídem. p. 95 
21Calamandrei, Piero, La Casación Civil, Historia y Legislaciones, Editorial Bibliográfica Argentina, Tomo I, Volumen II, Buenos 




jurídica, estaba, sin embargo, viciada por determinados defectos, con el consiguiente, 
reenvío de la causa al inferior para la emanación de una nueva sentencia”  
En el derecho romano se encuentra también la extensión de las consecuencias jurídicas 
de la existencia de defectos procesales en la construcción de las sentencias (errores in 
procedendo) y a las decisiones viciadas por errores in iudicando22.  
Lo único que tiene absoluta originalidad o independencia del recurso de casación en la 
manera como está concebida en ésta época, es que sirve para evidenciar, entre los 
errores in iudicando, todos aquellos que consisten en errores de derecho23. 
El origen del recurso de casación en Colombia se remonta a la creación de la Corte 
Suprema de Justicia mediante la Constitución Política proclamada el 5 de agosto de 
1886, en la época en que el país abolió el federalismo, para dar paso hacia un Estado 
Unitario, de carácter confesional y con una clara tridivisión de poderes. 
La atribución directa del conocimiento del recurso de casación por parte de la Corte 
Suprema de Justicia quedó contenida en el artículo 151 numeral 1 de la Carta Política, 
subordinando de manera jerárquica y funcional las instancias inferiores a su supremacía 
como máximo órgano de la administración de justicia, así: “Artículo 151. Son atribuciones 
de la Corte Suprema: 1. Conocer de los recursos de casación, conforme a las leyes”. 
Promulgada la Constitución Política de 1886 se abrió paso a la sanción de una serie de 
normas que fueron marcando el sendero jurídico de la función y desarrollo del recurso de 
casación, el cual desde sus inicios tiene como finalidad la unificación de la jurisprudencia 
y la enmendación de los agravios inferidos a las partes con sentencias respecto de las 
cuales se haya agotado la vía judicial en su totalidad. 
Mediante Acto Legislativo 01 del 16 de febrero de 1945, se eliminó la previsión 
constitucional del recurso de casación, situación que se mantuvo hasta la promulgación 
de la Constitución Política de 1991, lo que conllevó a que durante dicho lapso el recurso 
extraordinario sólo tuviera desarrollo legal. Así, en el artículo 235 asigna a la Corte 
Suprema de Justicia, como órgano máximo de la jurisdicción ordinaria, la labor de fungir 
como tribunal de casación, competencia exclusiva. 
 
2. El recurso extraordinario de casación en materia laboral 
2.1. Conceptualización y fines 
                                               
 
22Ibídem. p. 374 
23Ibídem. p. 374 
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Legislativamente el recurso de casación laboral carece de una conceptualización 
expresa, habida consideración que si bien, según el Código de Procedimiento Laboral 
original, adoptado mediante Decreto 2158 de 1948, tenía señalada expresamente como 
fin la unificación de la jurisprudencia nacional; sin embargo, en la actualidad, dicho 
precepto, con su última modificación a través de la Ley 712 de 2001, carece de mención 
alguna al respecto. 
No obstante, recopilado diferentes pronunciamientos de orden jurisprudencial, se 
puedeentender de la siguiente manera: 
Según el Tribunal Supremo del Trabajo: 
El recurso de casación en materia laboral tiene como finalidad el logro de la unidad en la 
interpretación judicial de la ley24, “controla la actividad judicial, defiende la norma legal, y, 
por tales motivos unifica la jurisprudencia”25. 
Según la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia: 
Es un medio de impugnación extraordinario y excepcional que procede en contra de 
sentencias de segunda instancia originadas en procesos ordinarios, con el fin de 
examinar la legalidad de las mismas, sin que ello implique hablar procesalmente de la 
existencia de una tercera instancia26. 
Como medio extraordinario de impugnación, el recurso de casación en materia del 
trabajo y de la seguridad social, tiene como objeto la unificación de la jurisprudencia 
nacional; orientado, en principio, a la corrección de errores jurídicos por violación directa 
de la ley sustancial por parte de los jueces de instancia, bien por infracción directa, 
aplicación indebida o interpretación errónea; posteriormente, dio cabida a la corrección 
de los errores de orden probatorio, emanados de la equivocada valoración o falta de 
apreciación de determinadas pruebas, lo que se conoce como violación indirecta de la 
ley27. 
La Sala de Casación Laboral, al desarrollar la facultad de selección de las demandas de 
casación, conferida mediante el artículo 7 de la Ley 1285 de 2009, en consonancia con lo 
dispuesto por la Corte Constitucional al ejercer el control previo de constitucionalidad de 
dicha disposición, fijó como criterios para su ejercicio los de “unificación de la 
jurisprudencia, protección de los derechos constitucionales y control de legalidad de los 
                                               
 
24 República de Colombia. Tribunal Supremo del Trabajo. Sentencia del 27 de noviembre de 1946. Ponencia de Castor Jaramillo 
Arrubla. Gaceta del trabajo. Tomo I-1946. p. 69 
25 Ibídem. p. 72 
26 República de Colombia. Corte Suprema de Justicia. Sala de Casación Laboral. Sentencia 19959 del 27 de marzo de 2003. Ponencia de 
Eduardo López Villegas. p. 13 
27 República de Colombia. Corte Suprema de Justicia. Sala de Casación Laboral. Sentencia 24249 del 27 de junio de 2005. Ponencia de 




fallos”28. Nótese como los criterios establecidos al efecto, es decir, para saber si se 
justifica tramitar o no las demandas, están en perfecta armonía con los fines de la 
casación en la actualidad. En otros términos, en la medida que una demanda de 
casación contribuya o permita el desarrollo de uno o varios de los propósitos del recurso, 
no debe ser seleccionada (criterio de exclusión) en aras de un pronunciamiento de fondo. 
De otra parte, con ponencia del Doctor Gustavo José Gnecco Mendoza, la Sala de 
Casación Laboral, en sentencia 47080 del 2 de agosto de 2011, afirmó que el fin de la 
unificación jurisprudencial debe cumplirse no sólo a los temas del trabajo, sino también 
en todos aquellos propios de la seguridad social como paradigma del derecho laboral. 
Desde el punto de vista del derecho objetivo, tiene una función de carácter nomofiláctico 
o de protección de la norma jurídica, lo cual implica su limitación al estudio de la legalidad 
de las sentencias, sin que ello constituya una tercera instancia; pues, la realización del 
derecho objetivo no busca reabrir debates procesales, sino la verificación de la aplicación 
e interpretación correcta de las normas por parte de los jueces. Por ello, se afirma que la 
Sala de Casación Laboral en sede de casación se encarga de juzgar las sentencias, ya 
que los jueces de instancia hacen lo propio respecto de las controversias sometidas a su 
conocimiento. El recurso extraordinario “propende por el imperio de la ley sustancial”29, le 
está vedado el conocimiento de fondo del asunto procesal. 
Como instrumento legal, tiene la capacidad de extinguir del mundo jurídico actos 
jurisdiccionales protegidos en principio por la presunción de acierto y legalidad, vencibles 
mediante argumentos claros e irrebatibles de vulneración de la ley sustancial, bajo el 
sometimiento a “estrictas previsiones y requisitos legales y jurisprudenciales”30. Por 
consiguiente, la demanda de casación, en su planteamiento, debe atender las 
previsiones o rigores de técnica de orden legal y jurisprudencial implementados al efecto, 
habida cuenta que por ser un acto procesal de carácter extraordinario está sometido a 
“una técnica lógico-jurídica especial” que si no se acata de manera cabal, impide el 
estudio de fondo del asunto31. 
Finalmente, el recurso de casación laboral no constituye una tercera instancia en la 
medida que no tiene por objeto juzgar nuevamente el litigio motivo de pugna entre las 
partes, sino establecer si la sentencia de instancia recurrida se dictó conforme a la ley, 
                                               
 
28 República de Colombia. Corte Suprema de Justicia. Sala de Casación Laboral. Sentencia 46855 del 1° de febrero de 2011. Ponencia 
de Gustavo José Gnecco Mendoza. p. 13 
29 Ibídem. p. 30 
30 República de Colombia. Corte Suprema de Justicia. Sala de Casación Laboral. Sentencia 28472 del 8 de julio de 2008. Ponencia de 
Francisco Javier Ricaurte Gómez. p. 29 
31 Ibídem. p. 29 
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eso si, previa formulación o planteamiento del recurso en debida forma por parte del 
recurrente32. 
Según la Corte Constitucional: 
El recurso de casación laboral es extraordinario en la medida que no constituye una 
tercera instancia y se encuentra a cargo de la Corte Suprema de Justicia por voluntad del 
legislador, buscando “la prevalencia del Estado de Derecho, el imperio de la ley, la 
realización del derecho sustancial y la unificación de la jurisprudencia nacional”33, de 
manera que el examen de legalidad que se realiza recae única y de manera exclusiva 
sobre la sentencia impugnada y no sobre el debate procesal llevado al conocimiento de 
instancia. 
Como recurso extraordinario y excepcional, la casación laboral tiene la función de unificar 
la jurisprudencia en cuanto a la identidad en la interpretación de las leyes por parte de los 
jueces en las correspondientes instancias y la protección o materialización del derecho 
objetivo, recurriendo a los planteamientos de Piero Calamandrei34 respecto de la 
nomofilaquia o protección de la ley35. También señala que la casación es un guardián de 
la jurisprudencia como fuente del derecho, siendo una de las funciones prioritarias “el 
control de legalidad y constitucionalidad de las sentencias de instancia, para que de esta 
manera se puedan proteger derechos subjetivos del casacionista, teniendo como punto 
de partida el derecho fundamental al acceso a la administración de justicia”36. 
En diferentes ocasiones, tal como se observa en las sentencias SU-542/99 y T-1306/01, 
se ha pronunciado sobre la función de la casación como mecanismo idóneo para la 
protección de derechos fundamentales, sin limitación específica a una rama del derecho 
(laboral, civil, penal), haciendo énfasis en que la actividad de los jueces, en general, 
dentro de los ámbitos de su competencia, debe estar orientada “a la realización del 
postulado constitucional de la efectivización, eficacia y vigencia de los derechos 
constitucionales fundamentales”37. 
Un criterio ostensible o de suma importancia en la óptica del recurso de casación de 
orden constitucional, es el que señala que el concepto de ley sustancial no sólo se 
predica de la ley propiamente dicha o simplemente legal, sino que también se extiende a 
normas superiores o de orden constitucional, que reconocen derechos fundamentales y a 
                                               
 
32 República de Colombia. Corte Suprema de Justicia. Sala de Casación Laboral. Sentencia 39357 del 13 de febrero de 2013. Ponencia 
de Luis Gabriel Miranda Buelvas. p. 13 
33 República de Colombia. Corte Constitucional. Sentencia C-140 del 29 de marzo de 1995. Ponencia de Vladimiro Naranjo Mesa. p. 8 
34Calamandrei, Piero, La Casación Civil, Historia y Legislaciones, Editorial Bibliográfica Argentina, Tomo II, Capítulos II y III, Buenos 
Aires, 1945. p. 4 y ss. 
35 República de Colombia. Corte Constitucional. Sentencia C-203 del 24 de marzo de 2011. Ponencia de Juan Carlos Henao Pérez. p. 34 
36Ibídem. p. 38 





todas aquellas de las cuales puedan derivarse preceptos específicos, al regular 
situaciones específicas38; criterio radicalmente opuesto al de la Sala de Casación Laboral 
de la Corte Suprema de Justicia que considera que las normas constitucionales por sí 
mismas no reconocen de manera directa derechos laborales y, por lo tanto, no están 
habilitadas para hacer parte del compendio de normas que debe señalarse como 
infringido dentro de la proposición jurídica del recurso de casación en materia laboral39. 
En reciente pronunciamiento, la Corte Constitucional señaló que los fines esenciales de 
la casación en asuntos del trabajo y la seguridad social son: i) unificación de la 
jurisprudencia nacional, ii) realización del derecho objetivo, iii) reparar los agravios 
inferidos a las partes con la sentencia recurrida, iv) velar por la realización del 
ordenamiento constitucional -no solamente legal-, y v) propender por la realización de los 
derechos fundamentales de los asociados40. 
Desde el punto de vista doctrinal, el recurso de casación laboral ha sido definido así: 
Para el autor Víctor Julio Usme Perea41, el fin de la casación en materia laboral es la 
unificación de la jurisprudencia nacional lograda a partir del ejercicio hermenéutico de las 
normas. Señala que de manera subsidiaria tiene como propósito “el reconocimiento de 
un derecho objetivo y la reparación del agravio sufrido con el fallo atacado”42. 
 
2.2. Estructura de la demanda en la casación laboral 
El recurso extraordinario de casación en Colombia se remonta a la creación de la Corte 
Suprema de Justicia mediante la Constitución Política de 1886; es decir que su origen es 
de estirpe constitucional, pues si bien con la reforma de 1945 fue excluido, al 
promulgarse la actual Constitución, se recogió dicho instituto asignándole la competencia 
para su trámite a la Corte Suprema de Justicia. 
                                               
 
38 República de Colombia. Corte Constitucional. Sentencia C-596 del 24 de mayo de 2000. Ponencia de Antonio Barrera Carbonell. p. 
30 
39 República de Colombia. Corte Suprema de Justicia. Sala de Casación Laboral. Sentencias 42337 del 25 de mayo de 2012; 42444 del 
14 de febrero de 2012; y, 52863 del 7 de febrero del mismo año 
40 República de Colombia. Corte Constitucional. Sentencia C-372 del 12 de mayo de 2011. Ponencia de Jorge Ignacio PreteltChaljub: 
“Se concluye, entonces, que en el Estado Social de Derecho, el recurso extraordinario de casación, no es sólo un mecanismo procesal 
de control de validez de las providencias judiciales, sino que se constituye en un elemento esencial en la aplicación igualitaria de la ley, 
en la defensa de la legalidad y en la garantía de la vigencia de la Constitución, incluidos los derechos fundamentales. 
Por otro lado, la adopción de esta modelo de Estado genera importantes repercusiones en lo que concierne a la función de 
administración de justicia y específicamente en la visión del recurso extraordinario de casación. En efecto, se sustituye la concepción 
formalista de la administración de justicia vinculada al simple propósito del respeto a la legalidad, por una concepción más amplia y 
garantista, en la cual la justicia propende por el efectivo amparo de los derechos de los asociados. (Sentencia C-372 de 2011, Corte 
Constitucional). (negrillas fuera de texto)”. p. 41 
41 Usme Perea, Víctor Julio, Recurso de casación laboral, Enfoque jurisprudencial, Grupo Editorial Ibáñez, Bogotá, D.C., 2010, p. 101 
42 Ibídem. p. 101 
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El acogimiento a la forma y a la técnica del recurso de casación, desde los órdenes legal 
y jurisprudencial, señalan que la demanda de casación debe estructurarse atendiendo 
estrictamente los preceptos fijados al efecto, sin que le sea permitido a la Sala de 
Casación Laboral corregir o enmendar los dislates que pueda contener, especialmente 
por virtud del carácter rogado o dispositivo del recurso. Por ello debe atender una técnica 
lógico-jurídica de carácter especial. 
Desde el punto de vista legal, el recurso, en materia laboral conserva la estructura básica 
adoptada mediante Decreto 2158 de 1948, primer Código Procesal Laboral, convertido 
en legislación permanente por el artículo 27 de la Ley 90 de 1948; posteriormente a 
través del Decreto 2017 de 1952 se reguló lo relativo a la competencia de los tribunales o 
comisiones de conciliación y arbitraje, dentro de la cual se estableció lo que sería la 
tercera causal de casación laboral (Causal Mosquera – Ministro del Trabajo de la época); 
por Decreto 528 del 1964 se determinó la procedencia del recurso respecto de 
sentencias de segunda instancia pronunciadas en juicios ordinarios o las de primera 
instancia falladas por los jueces municipales a través del mecanismo per saltum, el cual 
fue declarado inexequible por razones ajenas al recurso; luego se promulgo la Ley 16 de 
1968, mediante la cual se aumentó la cuantía, se simplificaron las causales y se eliminó 
la causal por errores de procedimiento, y finalmente, mediante la Ley 16 de 1969 se 
previó la procedencia del error de hecho únicamente por la falta de apreciación o 
apreciación errónea de un documento auténtico, confesión judicial o inspección judicial, 
las que se han denominado, por vía jurisprudencial, pruebas calificadas. 
El artículo 87 del Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social, modificado por el 
Decreto Ley 528 de 1964, establece dos causales o motivos del recurso en materia 
laboral a saber: i) Ser la sentencia acusada violatoria de la ley sustancial, y ii) Contener la 
sentencia decisiones que hagan más gravosa la situación de la parte que apeló o de 
aquella en cuyo favor se surtió la consulta.  
En relación con la primera causal, prevé como modalidades de violación de la ley 
sustancial, la infracción directa, la aplicación indebida y la interpretación errónea.  
También dispone que si la infracción de la ley que se imputa emerge de la falta de 
valoración o de la apreciación errónea de una prueba calificada (documento auténtico, 
inspección judicial y confesión), es menester alegar y demostrar el error de hecho o de 
derecho, según el caso, el cual debe aparecer de modo manifiesto. Respecto al yerro de 
derecho, se configura en aquellos eventos en que se dé por establecido un hecho con un 
medio de prueba no autorizado por la ley por exigir ésta una determinada solemnidad 




Para efectos de la validar la procedencia del recurso de casación en materia laboral en el 
tiempo actual, el tribunal de instancia debe verificar que quien lo impetra ostente 
legitimación procesal43; que haya sido interpuesto dentro del término legal previsto para 
ello, esto, quince (15) días siguientes a la notificación de la sentencia d segunda 
instancia44, a menos que se trate de casación per saltum, evento en el cual será la 
decisión de primera instancia; que trate de una sentencia proferida en un proceso 
ordinario45, excluyendo a los procesos especiales, en atención a que uno de los fines de 
la casación es la unificación de la jurisprudencia genérica e inespecífica.; y que quien 
recurra ostente y acredite un interés jurídico económico para recurrir superior a ciento 
veinte (120) salarios mínimos legales mensuales vigentes46. Dichos requisitos no sólo 
deben ser verificados por el ad quem, sino que también debe hacerlo la Corte al 
momento de admitirlo y aún durante su trámite.  
La legitimidad en la interposición del recurso extraordinario de casación en materia 
laboral no solamente deviene de la calidad de parte en el proceso, sino que a la misma le 
sea atribuible un agravio derivado de la sentencia impugnada cuya pretensión sea la 
reparación del mismo (interés jurídico-económico para recurrir), es decir, el carácter 
dispositivo lleva intrínseco un interés particular. (Corte Suprema de Justicia, Sala de 
Casación Laboral, radicado 38566 del 6 de marzo de 2013, M.P. Dr. Luis Gabriel Miranda 
Buelvas). 
Habida cuenta que el presente trabajo centra su atención en las exigencias de la técnica 
en la demanda de casación, no se estudian las exigencias o consideraciones que desde 
el punto de vista jurisprudencial se han desarrollado para verificar el cumplimiento de los 
requisitos de procedencia del recurso extraordinario de casación en asuntos del trabajo y 
de la seguridad social. 
 
2.2.1. Requisitos de orden legal 
En cuanto a los requisitos de la demanda de casación, el artículo 90 del Código Procesal 
del Trabajo y la Seguridad Social, dispone los siguientes:  
1. La designación de las partes 
2. La indicación de la sentencia impugnada 
3. La relación sintética de los hechos en litigio 
4. La declaración del alcance de la impugnación 
                                               
 
43 República de Colombia. Corte Suprema de Justicia. Sala de Casación Laboral. Sentencia 53200 del 28 de agosto de 2012. Ponencia de 
Carlos Ernesto Molina Monsalve. p. 3 
44 Código Sustantivo del Trabajo y de la Seguridad Social. Artículo 88 
45 República de Colombia. Corte Suprema de Justicia. Sala de Casación Laboral. Sentencia 47080 del 2 de agosto de 2011. Ponencia de 
Gustavo José Gnecco Mendoza. p. 9 
46 Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social. Artículo 86 
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5. La expresión de los motivos de casación, indicando: a) El precepto legal 
sustantivo, de orden nacional, que se estime violado, y el concepto de la 
infracción; si directamente, por aplicación indebida o por interpretación errónea, y 
b) En caso de que se estime que la infracción legal ocurrió como consecuencia de 
errores de hecho o de derecho en la apreciación de pruebas, citará éstas 
singularizándolas y expresará qué clase de error se cometió. 
 
2.2.2. Desarrollo jurisprudencial de los requisitos 
La demanda de casación, además de cumplir con los requisitos formales contenidos en 
la precitada disposición, jurisprudencialmente se ha determinado que debe corresponder 
a las reglas adjetivas referidas al planteamiento y la demostración de los cargos, de 
manera tal que la acusación sea “completa en su formulación, suficiente en su desarrollo 
y eficaz en lo pretendido” (Corte Suprema de Justicia. Sala de Casación Laboral. 
Sentencia del 18 de abril de 1969, reiterada entre otras, en la del 22 de noviembre de 
2011, radicación 43748). 
Lo anterior, con el propósito que la argumentación del recurso no se convierta en un 
alegato de instancia, de manera que la misma debe contener un orden lógico en su 
desarrollo, para derribar con claridad la presunción de legalidad de la sentencia 
impugnada, ajustándose a la técnica dentro de los cauces lógico-formales previsto en la 
ley y la jurisprudencia. 
En términos generales se puede afirmar que por vía jurisprudencial se han fijado unos 
lineamientos que han de cumplir las demandas de casación en asuntos del trabajo y de 
la seguridad social, que podemos sintetizarlos en los siguientes: i) Alcance de la 
impugnación, ii) Proposición jurídica, iii) Identificación de los argumentos esenciales de la 
sentencia acusada, individualización de los yerros que se atribuyen al tribunal y selección 
de la senda o vía de ataque, iv) Modalidades de violación de la ley; v) Medio nuevo; e vi) 
Infracción indirecta de la ley. 
 
2.2.2.1. Alcance de la impugnación 
El alcance de la impugnación constituye, nada más ni nada menos, que las pretensiones 
del recurso de casación, por tanto, además de ser claro, preciso y concreto47, exige que 
en el petitum de la demanda se indique a la Corte qué se pretende hacer con la 
sentencia impugnada, si casarla total o parcialmente y respecto de este último, señalar 
de manera concreta los puntos que se pretende sean anulados y cuáles deben 
                                               
 




mantenerse. Igualmente, es deber del recurrente señalar cuál es el objeto respecto de la 
sentencia de primera instancia, si confirmarla, revocarla o modificarla y, en los dos 
últimos casos, cómo debe ser el sentido de la sentencia de reemplazo48. Al conceptuar el 
alcance de la impugnación no debe olvidarse que el mismo es la ruta que el casacionista 
traza a la Corte, indicándole qué es lo que pretende que haga y cuál es el sentido de la 
decisión de reemplazo. 
En la declaración del alcance de la impugnación deben tenerse en cuenta, además de lo 
dicho en precedencia, los siguientes aspectos: i) No es procedente modificar las 
pretensiones de la demanda inicial49; ii) No es posible cuestionar la sentencia de primer 
grado, salvo que se trate de casación per saltum50; iii) La controversia que se plantea 
debe estar en consonancia con la esbozada en el recurso de apelación, de manera que 
no se pueden infirmar decisiones que no hicieron parte de la alzada51; iv) Es inviable 
casar las sentencias de los jueces de primera y de segunda instancia52; v) No es factible 
solicitar la casación de la sentencia del ad quem, y en seguida, su revocatoria53; vi) La 
corte no puede suplir su ausencia54. 
 
2.2.2.2. Proposición Jurídica 
Otro punto fundamental en la estructuración de la demanda lo constituye la denominada 
proposición jurídica, requisito esencial que consiste en la necesidad de invocar la 
vulneración de al menos una norma de carácter sustancial que haya servido como 
fundamento esencial de la sentencia impugnada
55
 o haya debido serlo y que, a juicio del 
recurrente, haya sido violada, de acuerdo con los lineamientos del artículo 51 Decreto 
2651 de 1991, convertido en legislación permanente por el artículo 161 de la Ley 446 de 
1998.  
 
                                               
 
48 República de Colombia. Corte Suprema de Justicia. Sala de Casación Laboral. Sentencia SL562-2013 del 14 de agosto de 2013. 
Ponencia de Carlos Ernesto Molina Monsalve. p. 12 
49 República de Colombia. Corte Suprema de Justicia. Sala de Casación Laboral. Sentencia 36606 del 22 de enero de 2013. Ponencia de 
Luis Gabriel Miranda Buelvas. p. 13 
50 República de Colombia. Corte Suprema de Justicia. Sala de Casación Laboral. Sentencia 42923 del 20 de marzo de 2013. Ponencia de 
Carlos Ernesto Molina Monsalve. p. 10 
51 República de Colombia. Corte Suprema de Justicia. Sala de Casación Laboral. Sentencia 40363 del 21 de junio de 2011. Ponencia de 
Camilo Tarquino Gallego. p. 16 
52 República de Colombia. Corte Suprema de Justicia. Sala de Casación Laboral. Sentencia 37417 del 27 de septiembre de 2011. 
Ponencia de Elsy del Pilar Cuello Calderón. p. 11 
53 República de Colombia. Corte Suprema de Justicia. Sala de Casación Laboral. Sentencia SL562-2013 del 14 de agosto de 2013. 
Ponencia de Carlos Ernesto Molina Monsalve. p. 12 
54 República de Colombia. Corte Suprema de Justicia. Sala de Casación Laboral. Sentencia 50938 del 4 de octubre de 2011. Ponencia de 
Jorge Mauricio Burgos Ruiz. p. 5 
55 República de Colombia. Corte Suprema de Justicia. Sala de Casación Laboral. Sentencia SL386-2013 del 26 de junio de 2013. 
Ponencia de Jorge Mauricio Burgos Ruiz. p. 13 
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Las normas de orden sustancial son aquellas que crean, modifican o extinguen los 
derechos reclamados
56.
 El carácter sustantivo o adjetivo de una norma no está ligado al 
estatuto o disposición donde se encuentren, sino a la concreción de su contenido, en la 
medida que cree, modifique o extinga un derecho subjetivo. 
La violación de la ley sustancial implica la vulneración de una norma de alcance nacional 
de la cual se derive un derecho laboral subjetivo concreto, creando, modificando o 
extinguiendo una situación, la cual puede ser de tipo salarial, prestacional, indemnizatorio 
o que impliquen créditos, entre otros.  
 
La connotación del alcance nacional de la norma sustancial se halla restringida para las 
normas constitucionales, en principio, por requerir de desarrollo legal para concretar el 
derecho contenido; no obstante, la Sala de Casación Laboral, de manera excepcional, ha 
aceptado su admisión para fundar la acusación en casación, en algunos eventos en los 
que se debaten derechos como libertad e igualdad (art. 13 C.N.), debido proceso
57
 (art. 





El carácter de norma sustancial de alcance nacional no es aplicable a las normas 
convencionales y en general las extralegales, habida cuenta que su ámbito de aplicación 
está limitado a las partes que suscriben el acuerdo colectivo o a quienes éstas 
determinen, causa por la que su ataque sólo es posible por vía de error de hecho, 
proveniente de la falta de apreciación o de la estimación equivocada de una cláusula 
determinada, a través de la vía indirecta
59.
 Idéntico tratamiento reciben las resoluciones, 
manuales y decretos distritales o municipales. 
 
La proposición jurídica, en términos generales, está sometida a las siguientes reglas: i) 
Siempre que se discuta un derecho laboral o de la seguridad social, es necesario acusar 
como violada la norma de derecho sustancial que consagra el derecho reclamado
60;
 ii) La 
acusación de normas procesales no es suficiente por carecer de carácter sustancial; iii) 
Es necesario señalar por lo menos una disposición sustantiva de orden nacional que 
constituya la base esencial del fallo o que haya debido serlo
61
; iv) Las normas 
constitucionales, en principio, por sí mismas, de acuerdo con la jurisprudencia de la Sala 
de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia, no reconocen de manera directa 
derechos laborales en la medida que requieren de un desarrollo legal, motivo por el que 
                                               
 
56 República de Colombia. Corte Suprema de Justicia. Sala de Casación Laboral. Sentencia 37517 del 29 de mayo de 2012. Ponencia de 
Camilo Tarquino Gallego. p. 11 
57 República de Colombia. Corte Suprema de Justicia. Sentencia 43665 del 8 de febrero de 2011. Ponencia de Carlos Ernesto Molina 
Monsalve. p. 10 
58 Usme Perea, Víctor Julio, Recurso de casación laboral, Enfoque jurisprudencial, Grupo Editorial Ibáñez, Bogotá, D.C., 2010, p. 235 
59 República de Colombia. Corte Suprema de Justicia. Sentencia 51458 del 7 de febrero de 2012. Ponencia de Carlos Ernesto Molina 
Monsalve. p. 5 
60 República de Colombia. Corte Suprema de Justicia. Sentencia SL409-2013 del 3 de julio de 2013. Ponencia de Luis Gabriel Miranda 
Buelvas. p. 10 
61 República de Colombia. Corte Suprema de Justicia. Sentencia 41013 del 27 de noviembre de 2012. Ponencia de Rigoberto Echeverri 




se deben acusar normas de estipe legal
62;
 v) Las sentencias no son normas sustanciales; 
vi) Las acusaciones genéricas no son procedentes (ley o decreto), es necesario 
identificar el precepto en concreto
63;
 vii) Las resoluciones, los decretos distritales o 
municipales y los manuales no son normas de alcance nacional
64,
 viii) Las resoluciones y 
decretos, cuando son actos administrativos de carácter particular y concreto, sólo pueden 
controvertirse como medios de prueba
65
; ix) Las normas convencionales no son 
preceptos de orden sustancial de alcance nacional, razón por la cual, cuando se 
reclaman derechos o beneficios convencionales, es necesario acusar los artículos 467 o 
476 del Código Sustantivo del Trabajo
66
. 
2.2.2.3. Identificación de los argumentos esenciales de la sentencia acusada, 
individualización de los yerros que se atribuyen al tribunal y selección de la senda 
o vía de ataque 
En lo que atañe a la expresión de los motivos de casación, el recurrente está obligado a 
identificar los pilares de la sentencia y los errores por los cuales pretende acusar la 
sentencia, determinando si son fácticos o jurídicos, con el fin de establecer con precisión 
la senda de ataque
67
 (vía directa o indirecta). 
Los errores fácticos son aquellos originados en la confrontación de la sentencia a 
impugnar con los medios probatorios debidamente allegados al proceso, la verificación 
las pruebas no apreciadas, su incidencia en la decisión y los contenidos de las pruebas. 
Mientras que los yerros jurídicos devienen de la verificación del marco legal del proceso o 
de la comprobación de los aspectos formales de la prueba. 
Para la escogencia de la vía de ataque en la estructuración de los cargos, el recurrente 
debe distinguir entre la directa e indirecta en lo que a la causal primera de casación se 
refiere. 
La vía directa supone la conformidad del recurrente con los aspectos fácticos e 
inferencias probatorias de la sentencia a impugnar y centra su debate específicamente 
en puntos jurídicos, teniendo como “causa los yerros de juicio sobre la existencia, 
                                               
 
62 República de Colombia. Corte Suprema de Justicia. Sala de Casación Laboral. Sentencia 22479 del 11 de agosto de 2004. Ponencia de 
Carlos Isaac Nader. p. 13 
63 República de Colombia. Corte Suprema de Justicia. Sala de Casación Laboral. Sentencia 41866 del 22 de agosto de 2012. Ponencia de 
Jorge Mauricio Burgos Ruiz. p. 11 
64 República de Colombia. Corte Suprema de Justicia. Sala de Casación Laboral. Sentencia 40252 del 20 de marzo de 2013. Ponencia de 
Luis Gabriel Miranda Buelvas. p. 9 
65 Ibídem. p. 21 
66 República de Colombia. Corte Suprema de Justicia. Sala de Casación Laboral. Sentencia 42703 del 22 de enero de 2013. Ponencia de 
Jorge Mauricio Burgos Ruiz. p. 18 
67 República de Colombia. Corte Suprema de Justicia. Sala de Casación Laboral. Sentencia 43131 del 5 de junio de 2012. Ponencia de 
Francisco Javier Ricaurte Gómez. p. 9 
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validez, alcance o interpretación de una norma de derecho sustancial del orden 
nacional”68. 
La vía indirecta admite únicamente discusiones fácticas originadas en el error de hecho 
manifiesto en la apreciación errónea o falta de estimación de los elementos probatorios, 
o, en errores de derecho cuando se haya dado por establecido un hecho con un medio 
probatorio no autorizado por la ley por estar dotado de solemnidades precisas de 
validez
69
. La infracción directa de la ley tiene lugar cuando el sentenciador incurre en 
errores de hecho o de derecho como consecuencia de una equivocada apreciación o 
falta de estimación de los medios de convicción aportados al expediente. El primero de 
los yerros de debe ser manifiesto y proviene de un documento auténtico, de una 
confesión judicial o de una inspección judicial; el segundo tiene cabida cuando se da por 
establecido un hecho con un medio probatorio no autorizado por la ley, por exigir ésta 
una determinada solemnidad para la validez del acto, no siendo viable su demostración 





Es así que quien pretende impugnar en casación está compelido a: i) Identificar los 
argumentos esenciales de la sentencia que se procura acusar; ii) Individualizar los 
errores por los cuales pretende enervar las decisión, sean fácticos o jurídicos; iii) Atacar y 
desvirtuar todos los argumentos fundamentales del fallo, las acusaciones parciales no 
son suficientes
71;
 iv) Establecer con precisión la senda de ataque (directa o indirecta); v) 
Arremeter contra los verdaderos argumentos de la sentencia
72
; vi) No se pueden mezclar 
argumentos fácticos y jurídicos en una misma vía porque, si ello ocurre, la demanda muta 





2.2.2.4. Modalidades de la violación de la ley  
 
El artículo 87 del Código Sustantivo del Trabajo, el numeral 1° consagra tres submotivos 
de violación de la ley sustancial, los que se pueden aducir bien por vía directa o indirecta, 
como son la infracción directa, la aplicación indebida y la interpretación errónea 
 
Las modalidades de violación de la ley sustancial son propias de cada una de las sendas 
de ataque previstas en la causal primera de casación; así, por vía directa o error jurídico 
                                               
 
68 República de Colombia. Corte Suprema de Justicia. Sala de Casación Laboral. Sentencia del 3 de mayo de 2011. Radicado 37133. 
Ponencia de Gustavo José Gnecco Mendoza. p. 21 
69 Código Sustantivo del Trabajo y de la Seguridad Social. Artículo 87 numeral 1 
70 República de Colombia. Corte Suprema de Justicia. Sala de Casación Laboral. Sentencia 21850 del 6 de mayo de 2004 
71 República de Colombia. Corte Suprema de Justicia. Sala de Casación Laboral. Sentencia 41782 del 30 de agosto de 2011. Ponencia de 
Francisco Javier Ricaurte Gómez. p. 17 
72 Ibídem. p. 17 
73 República de Colombia. Corte Suprema de Justicia. Sala de Casación Laboral. Sentencia 45799 del 8 de mayo de 2013. Ponencia de 




se pueden acusar las tres modalidades antes referidas, y por vía indirecta o error fáctico, 
por regla general el submotivo que debe aducirse es la aplicación indebida, y de manera 
excepcional, la infracción directa. 
 
En primer término, la infracción directa como modalidad de violación de la ley sustancial 
se presenta cuando el sentenciador comprendiendo correctamente la realidad fáctica 
dentro del debate procesal, inaplica la norma jurídica por rebeldía, ignorancia o por no 
tener en cuenta sus efectos en el tiempo, alterando de ésta forma las consecuencias 
jurídicas de la sentencia impugnada en casación74. En otras palabras, ésta modalidad 
ocurre en los eventos en que el juez deja de aplicar al caso la norma que correspondía, 
siendo abiertamente claro el contenido del precepto legal, respecto de la sentencia en 
pugna. Dicho de otra manera, este concepto de transgresión deriva de la omisión por 
parte del juez en la aplicación de la norma al caso. 
 
A su turno, la aplicación indebida, como segunda modalidad de la causal primera de la 
casación laboral, se presenta en tres situaciones en concreto
75
, así: Uno, cuando 
entendida correctamente la norma por el juzgador, la aplica a un hecho probado pero no 
regulado en ella; ó, aplicando correctamente la norma, hace producir efectos adversos a 
la voluntad del legislador (Vía directa). Dos, en eventos en que el juzgador dé por 
probados unos hechos no sucedidos o viceversa y aún así aplica la ley de manera 
indebida -pruebas calificadas en casación- (Vía indirecta - error de hecho). Y, tres, 
cuando se le asigna a la prueba un valor probatorio diferente al otorgado en la ley -
prueba solemne- (Vía indirecta - error de derecho). 
 
Este concepto de violación implica la distorsión de las consecuencias jurídicas al caso en 
concreto, cuando el juez hace uso del precepto legal que corresponde, pero 
distorsionando los supuestos de hecho llevados al correspondiente examen procesal de 
instancia. Tiene como objeto establecer la equivocada estimación por parte del juez de 
instancia de las pruebas, la ausencia de su valoración o la falta de apreciación, según el 
caso. 
 
En tercer lugar encontramos la interpretación errónea como concepto de desobediencia 
de la ley, el cual estriba en la equivocada comprensión o inteligencia que de la norma 
tenga el juez, independientemente de las cuestiones fácticas procesales. La acusación 
por este aspecto sólo procede por la vía directa en la medida que se discute la 
equivocada comprensión que de la norma haga el juez de instancia, presumiéndose la 
conformidad con las situaciones de hecho
76,
 dejando al casacionista la labor comparativa 
en pro de enderezar el resultado del debate jurídico. 
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 República de Colombia. Corte Suprema de Justicia. Sala de Casación Laboral. Sentencia del 2 de agosto de 2011. 
Radicado 39695. Ponencia de Carlos Ernesto Molina Monsalve. p. 10 
75 República de Colombia. Tribunal Supremo del Trabajo. Sentencia del 1 de septiembre de 1948. Ponencia de Diógenes Sepúlveda 
Mejía. p. 5 
76 Ibídem. p. 5 
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Existe una modalidad de violación de la ley sustancial, cuyo origen reside esencialmente 
en la jurisprudencia, denominada violación de medio, concepto que si bien no es 
autónomo o independiente, ya que para su formulación se deben combinar los anteriores, 
tiene cabida cuando el juez desatiende normas adjetivas, las cuales sirven como vehículo 
para la violación de normas sustanciales
77
. Tal infracción se centra en las normas 




Existen requerimientos que son aplicables de manera general, sin importar la modalidad 
que se invoque, cuando se alega la violación de la ley sustancial, a saber: i) En un mismo 
cargo pueden alegarse diferentes modalidades de transgresión, pero no respecto de una 
misma norma; ii) Es imperativo indicar de manera expresa el concepto de violación; iii) 
Las modalidades de violación son excluyentes y, iv) La Corte no puede suplir su 
ausencia. 
 
También hay presupuestos propios de cada uno de los conceptos o modalidades de 
vulneración de la ley, así: 
 
Cuando se endilga la infracción directa de la ley, se debe tener presente: i) Explicar las 
razones por las cuales el ad quem debió aplicar las normas acusadas79; ii) Los preceptos 
respecto de los cuales se imputa la violación de la ley deben regular la controversia; iii) Si 
el sentenciador aplica la norma acusada o la cita de manera expresa, no puede incurrir 
en esta modalidad.80 
En los casos que la acusación se dirige por aplicación indebida de la ley sustancial, el 
impugnante debe: i) Explicar por qué las normas acusadas no eran aplicables para dirimir 
el asunto debatido
81
; ii) No puede invocarse esta modalidad si el ad quem no aplica la 
norma que se reputa quebrantada; iii) Es propia para acusar los defectos de valoración 
probatoria; y iv) La doctrina y la
jurisprudencia





Si la imputación se orienta por interpretación errónea, el censor debe atender los 
siguientes aspectos: i) Realizar un análisis comparativo entre el entendimiento dado por 
el ad quem y el recto sentido de la norma que se acusa
83
; ii) En la sentencia debe 
                                               
 
77 República de Colombia. Corte Suprema de Justicia. Sala de Casación Laboral. Sentencia del 22 de mayo de 2002. Radicado 18276. 
Ponencia de José Roberto Herrera Vergara. p. 17 
78 República de Colombia. Corte Suprema de Justicia. Sala de Casación Laboral. Sentencia SL340 del 15 de mayo de 2013. Radicado 
SL340-2013. Ponencia de Jorge Mauricio Burgos Ruiz. p. 19 
79 República de Colombia. Corte Suprema de Justicia. Sala de Casación Laboral. Sentencia 41290 del 27 de noviembre de 2012. 
Ponencia de Luis Gabriel Miranda Buelvas. p. 7 
80 República de Colombia. Corte Suprema de Justicia. Sala de Casación Laboral. Sentencia 39389 del 6 de septiembre de 2012. 
Ponencia de Luis Gabriel Miranda Buelvas. p. 7 
81 República de Colombia. Corte Suprema de Justicia. Sala de Casación Laboral. Sentencia 41384 del 20 de junio de 2012. Ponencia de 
Elsy del Pilar Cuello Calderón. p. 9 
82 República de Colombia. Corte Suprema de Justicia. Sala de Casación Laboral. Sentencia 42386 del 21 de junio de 2011. Ponencia de 
Jorge Mauricio Burgos Ruiz. p. 11 
83 República de Colombia. Corte Suprema de Justicia. Sala de Casación Laboral. Sentencia 42194 del 7 de noviembre de 2012. Ponencia 




aparecer explícita la referencia a la norma mal interpretada o, al menos, ser indudable su 
aplicación dándole una inteligencia que no corresponde
84;
 iii) La norma que se considera 
violada debe regular la controversia; iv) Si el ad quem no estudia un tema, no puede 
incurrir en esta modalidad respecto de la norma que consagra el derecho reclamado
85
; v) 
Es concepto de infracción es el propio para acusar las decisiones que se fundamentan en 
criterios jurisprudenciales
86;
 vi) Si el sentenciador no aplica la norma, no puede atribuirse 
esta forma de violación.  
 
En tratándose de violación de medio, para la prosperidad de la acusación por la 
transgresión de normas procesales en la casación laboral, se requiere no solamente de 
la demostración clara y precisa de la afectación de los pilares esenciales del fallo y su 
injerencia en la decisión, sino también el quebrantamiento de normas sustanciales como 
consecuencia de las mismas. Además, siempre que la inconformidad radique en la 
solicitud, producción, aducción, validez o en el decreto de pruebas, la acusación debe 
encaminarse teniendo en cuenta que si para resolución del asunto el juez de casación 
debe consultar el expediente, la senda de ataque es la indirecta, si no lo requiere, la vía 
adecuada será la directa. 
 
 
2.2.2.5. Medio nuevo  
Se entiende como medio nuevo el principio de técnica relacionado con la causa petendi 
de la demanda, en virtud del cual el juez de instancia debe fallar de acuerdo a lo alegado 
y probado en el curso del proceso, sin que sea dado en casación admitir que se censure 
o acuse al tribunal de no tener en cuenta algo que jamás fue invocado y demostrado en 
el juicio. 
 
Por tanto, quien pretende derruir una sentencia en sede casación, debe considerar: i) No 
se puede alterar la causa petendi de la demanda inicial
87;
 ii) Es inviable la alteración del 
petitum de la demanda inaugural
88
, iii) No es procedente plantear temas o hechos no 




2.2.2.6. Infracción indirecta de la ley 
                                               
 
84 República de Colombia. Corte Suprema de Justicia. Sala de Casación Laboral. Sentencia 42947 del 28 de febrero de 2012. Ponencia 
de Carlos Ernesto Molina Monsalve. p. 12 
85Ibídem. p. 11 
86 República de Colombia. Corte Suprema de Justicia. Sala de Casación Laboral. Sentencia 25575 del 8 de febrero de 2006. Ponencia de 
Isaura Vargas Díaz. p. 9 
87 República de Colombia. Corte Suprema de Justicia. Sala de Casación Laboral. Sentencia 33753 del 4 de febrero de 2009. Ponencia de 
Camilo Tarquino Gallego. p. 10 
88 Ibídem. p. 10 
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Por esta senda se pueden inculpar los errores de hecho o de derecho en los que se 
estime incurrió el juez al proferir la decisión. El primero se predica “como la abstención de 
aplicar una norma legal, ya sea por rebeldía o por ignorancia”89. 
Jurisprudencialmente la procedencia del error de hecho debe ser claramente manifiesto 
ante la vista del tribunal casacional sin mayor esfuerzo valorativo
90.
 De esta manera, el 
recurrente asume la carga de la prueba para derruir la presunción de legalidad y acierto 
de la decisión impugnada por la errónea apreciación o inestimación de las pruebas. 
 
En consonancia con las previsiones del literal b) del numeral 5 del artículo 90 del Código 
Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social, según el cual, en los casos en que se 
estime la infracción legal como consecuencia de errores de hecho o de derecho en la 
apreciación de pruebas, éstas se deben singularizar y expresar los errores cometidos; 
por vía jurisprudencial se han fijado los siguientes presupuestos: i) Individualizar las 
pruebas que se consideran mal valoradas y las dejadas de apreciar por el ad quem
91;
 ii) 
Demostrar el yerro en la apreciación de la pruebas, para lo cual se debe evidenciar qué 
es lo que verdaderamente acreditan y qué fue lo que dio por demostrado el ad quem, 
pues si únicamente se identifica el medio probatorio que se considera valorado de 
manera errónea o no apreciado, ello indica apenas la causa del posible error pero no lo 
demuestra
92
; iii) Acreditar la incidencia del yerro en la decisión recurrida
93
; iv) Una misma 
prueba no puede ser mal valorada y a la vez dejada de apreciar
94;
 v) Se deben atacar 
todas las pruebas en que se soporta el fallo, así no ostenten la calidad de calificadas
95
 
(documento auténtico, inspección judicial y confesión), en tanto que las acusaciones 
parciales no son suficientes. 
 
Hechas las anteriores salvedades disgregadoras respecto de la causal primera de 
casación, se abre paso a la segunda contenida en el numeral 2 del artículo 87 del Código 
Sustantivo del Trabajo, modificado por el artículo 60 del Decreto 528 de 1945. 
 
La mencionada causal se materializa respecto de los fallos judiciales que hagan más 
gravosa la situación del apelante único en primera instancia o aquella en cuyo favor se 
surtió la consulta. Es conocida jurisprudencialmente a través de la locución 
latinareformatio in pejusque significa“reformar en peor” o “reforma en perjuicio”, tomada 
del derecho procesal. 
                                               
 
89 República de Colombia. Corte Suprema de Justicia. Sala de Casación Laboral. Sentencia 19377 del 5 de febrero de 2003. Ponencia de 
Eduardo López Villegas. p. 10 
90 República de Colombia. Corte Suprema de Justicia. Sala de Casación Laboral. Sentencia 17835 del 20 de marzo de 2002. Ponencia de 
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91 República de Colombia. Corte Suprema de Justicia. Sala de Casación Laboral. Sentencia 32100 del 14 de julio de 2009. Ponencia de 
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94 República de Colombia. Corte Suprema de Justicia. Sala de Casación Laboral. Sentencia 24270 del 3 de agosto de 2005. Ponencia de 
Camilo Tarquino Gallego. p. 13 
95 República de Colombia. Corte Suprema de Justicia. Sala de Casación Laboral. Sentencia 41959 del 27 de febrero de 2013. Ponencia 





Dicha reforma en peor o en perjuicio se materializa en la decisión contenida en la parte 
resolutiva de la providencia y no en la parte considerativa, toda vez que el superior 
jerárquico puede apartarse de los planteamientos con los que no se encuentre de 
acuerdo, pero manteniendo la limitación legal. Básicamente, se trata de confrontar el 
contenido de la parte resolutiva de la sentencia de primera instancia con la del recurso de 
apelación, a fin de verificar que la última no es peyorativa respecto del recurrente único. 
 
El impugnante, al igual que en todas las actuaciones surtidas ante la Sala de Casación 
Laboral de la Corte Suprema de Justicia, está en la obligación de indicar de manera 
clara, coherente y diáfana las razones en los cuales se basa para considerar que las 










2.3. Derechos fundamentales la jurisdicción del trabajo y la seguridad social 
El derecho al trabajo como derecho fundamental está consagrado en el preámbulo y 
artículos 25 y 26 de la Constitución Política de 1991. También la Corte Constitucional 
desde tiempo atrás ha reconocido que los derechos económicos, sociales y culturales, 
son derechos fundamentales, en virtud del establecimiento del Estado Social de Derecho, 
su nueva concepción del individuo y la preocupación que existe por la desigualdad 
material
98.
 Lo anterior conlleva a que en materia laboral, se hagan eficaces los derechos 
constitucionales a la asociación, los derechos sindicales, la seguridad social, y los 
mínimos establecidas en el artículo 53 de la Carta Política. 
 
La seguridad social ya no tiene sólo un carácter prestacional, sino que es un verdadero 
derecho fundamental
99;
 y, en ese sentido, su protección se hace efectiva de diferentes 
formas. A manera de ejemplo del reconocimiento de la seguridad social como derecho 
fundamental se encuentra la protección por vía de tutela a un trabajador de una 
cooperativa de trabajo asociado, para que fuera afiliado al sistema integral de seguridad 
social integral
100.
 Otra oportunidad donde es palpable el carácter de derecho fundamental 
que tiene la seguridad social es en los casos en que se ordena la actualización del 
ingreso base de liquidación de la primera mesada pensional de acuerdo con el IPC
101
, 




                                               
 
96 República de Colombia. Corte Suprema de Justicia. Sala de Casación Laboral. Sentencia 55820 del 17 de julio de 2012. Ponencia de 
Carlos Ernesto Molina Monsalve. p. 5 
97 Usme Perea, Víctor Julio, Recurso de casación laboral, Enfoque jurisprudencial, Grupo Editorial Ibáñez, Bogotá, D.C., 2010, p. 334 
98 República de Colombia. Corte Constitucional. Sentencia C-372 de 2011. Ponencia de Jorge Ignacio PreteltChaljub. p. 66 
99 República de Colombia. Corte Constitucional. Sentencia C-1141 de 2008. Ponencia de Humberto Antonio Sierra Porto. p. 24 
100 República de Colombia. Corte Constitucional. Sentencia T-004 de 2010. Ponencia de Jorge Ignacio PreteltChaljub. p. 21 
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Aunado a lo anterior, además de la protección al derecho fundamental a la seguridad 
social y sus derechos conexos, se ha protegido y reconocido el derecho al trabajo como 
fundamental en diferentes formas. A manera de ejemplo se tiene cuando se ampara el 
trabajo en condiciones dignas y justas, el cual se ha protegido de maneras diferentes, 
una de estas es que debe existir proporcionalidad entre la cantidad y calidad del trabajo 
con su remuneración
103.
 Otra muestra del resguardo del derecho al trabajo, es cuando se 
defiende el derecho que tiene todo trabajador al pago oportuno del salario en 
contraprestación de un servicio prestado
104;
 también se manifiesta esta protección, en el 
aseguramiento del mínimo vital de los trabajadores, es decir, un ingreso salarial que les 




La jurisprudencia de la Corte Constitucional ha desarrollado el derecho a la estabilidad 
laboral reforzada, que evidencia el carácter fundamental del derecho al trabajo, en 
especial ha desarrollado en gran medida la estabilidad reforzada en el trabajo de la mujer 
en estado de gravidez. La mujer en estado de embarazo, en desarrollo del postulado del 
Estado Social de Derecho, comporta una especial protección, entre las que están, no ser 
discriminada por razón del embarazo, recibir algunas prestaciones durante la gravidez, 




En virtud de la especial protección a la mujer, la Corte Constitucional al desarrollar la 
estabilidad laboral reforzada ha dicho que esta especial protección no radica solamente 
en el mantenimiento de los ingresos laborales de las mujeres, sino en asegurar también 
efectivamente la posibilidad de trabajar. Claro está que la misma depende del 
conocimiento del estado de embarazo por parte del empleador, en el sentido de que si 
tiene conocimiento, la protección es integral y completa, pues se entiende que el despido 
se originó en la gravidez; pero, si por el contrario, el empleador no tenía conocimiento, la 
protección es más débil. En todo caso para que el empleador conozca del estado de 
gestación de la mujer puede ser asumido por hecho notorio o por un tercero, para que 
éste pueda despedir a una mujer en estado de embarazo, siempre debe demostrar que 





Lo anterior, lejos de realizar un compendio estricto de los derechos fundamentales en 
materia laboral, permite concluir sin margen de equivocación, que muchas de las 
controversias que se debaten ante la jurisdicción del trabajo y la seguridad social, 
ostentan tal calidad, tal como se corroborará más adelante en los estudios estadísticos 
realizados al efecto. 
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II. RECURSO EXTRAORDINARIO DE CASACIÓN COMO MECANISMO 
DE PROTECCIÓN A LOS DERECHOS FUNDAMENTALES 
 
1.  La técnica de la demanda de casación como impedimento a la tutela efectiva 
de los derechos fundamentales 
La competencia de Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia, cuando 
ejerce como juez de casación, es restringida, puesta está compelida a realizar el examen 
planteado por el demandante en el recurso. 
Así, el rol del juez en sede de casación, de cara a los fines del recurso extraordinario en 
el nuevo contexto del Estado Social de Derecho, está limitado de manera ostensible por 
la rigurosidad de las formas establecidas al efecto, tanto de orden legal como 
jurisprudencial, vistos de manera detallada en el capítulo anterior. La demanda debe 
conformarse acatando dichas previsiones, sin que le sea posible, de manera oficiosa, 
corregir, subsanar o enmendar los desaguisados de que adolece. 
De vieja data se ha sostenido que el recurso extraordinario ostenta un carácter 
eminentemente dispositivo, principio que, según Adolfo Alvarado Velloso, es aquel en el 
cual las partes son dueñas del impulso del proceso, son las que fijan los términos 
exactos del litigio a resolver y pueden ponerle fin en la forma como lo deseen108; para 
Julia Varela Ayala, el tribunal no puede contribuir, de oficio, a la aclaración exhaustiva de 
la situación que originó el conflicto109 
Es de advertir que la doctrina universal está en acuerdo con que el principio dispositivo 
está íntimamente ligado con la disposición que las partes tienen en los derechos que 
discuten en el proceso, en consonancia con ello, la Corte Constitucional en sentencia C-
874 de 2003, adoptó la posición de Hugo Alsina110.  
Así las cosas el carácter dispositivo de la casación laboral se encuentra en el marco de la 
petición de parte; donde el juez se ve limitado al no poder iniciar de oficio actuación 
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 Alvarado Velloso, Adolfo, Introducción al Estudio del Derecho Procesal, RubinzalCulzoni, Santa Fé, 1997. 
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alguna, a pronunciarse únicamente sobre lo pedido sin descuidar la ortodoxa formalidad 
conferida por el legislador para desarrollar las pretensiones, fundamentos y la 
interpretación. 
En virtud del carácter dispositivo y extraordinario del recurso se afirma, de manera 
ecuménica, que la demanda debe estructurarse atendiendo estrictamente los preceptos 
legales, con sus desarrollos doctrinales y jurisprudenciales, y que la Cote carece de 
facultades para actuar de oficio a fin de enmendar o corregir los dislates de que 
adolezca. Por tanto, no le es dado al juez enmendar la carencia de requisitos como: 
Alcance la impugnación, proposición jurídica y modalidad de violación de la ley 
sustancial, entre otros; pues, el proceso de flexibilización, o mejor, de desmitificación de 
la técnica, el cual se analiza en detalle más adelante, no llega al extremo de prescindir de 
su cumplimiento111. 
Uno de los soportes fundamentales que permiten afirmar que la demanda debe atender 
estrictamente los requisitos antes mencionados, lo constituye el hecho de que el recurso 
extraordinario no es una tercera instancia, sino que el ámbito del juez de casación se 
reduce a verificar si el tribunal al proferir la sentencia impugnada, infringió las normas de 
orden sustancial acusadas, por infracción directa, aplicación indebida o por interpretación 
errónea. Es por ello que la función de los jueces de instancia, a quienes les atañe la 
resolución de la controversia planteada por las partes, se ejerce de cara al derecho 
vigente y, entre tanto, a la Corte de Casación, le corresponde hacer el control jurídico de 
la sentencia para decidir si la misma se ajusta o no a la ley. 
El carácter rogado del recurso se evidencia porque su fin primordial es la unificación de la 
jurisprudencia y no la composición del litigio, como si se tratara de una tercera instancia; 
en razón a que integra un juicio técnico-jurídico, de puro derecho sobre la legalidad de la 
sentencia, del proceso y, en algunos casos, de la valoración de las pruebas en que se 
fundó la decisión. En este sentido, el “recurso de casación constituye un mecanismo 
extraordinario e interno de control jurisdiccional de la legalidad de los fallos”112. 
De manera que la actividad del recurrente debe estar dirigida a expresar de manera 
clara, lógica y debidamente argumentada la equivocación en que incurrió el tribunal, a 
menos que se trate de casación per saltum,evento en el que será el juez de instancia, al 
proferir la sentencia, bien por erroresin iudicandoora por yerrosin procedendo,de manera 
que no exista solución diferente a casar o invalidar la sentencia impugnada.  
 
No debe olvidarse que el ejercicio del recurso de casación lleva implícita la posibilidad de 
infirmar o extinguir la sentencia que se acusa, la cual, de entrada, está abrigada por la 
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presunción de legalidad y acierto, propia de los actos jurisdiccionales; por tanto, su 
ejercicio es específico, en la medida que no todas las sentencias son susceptibles del 
mismo y, además, debe atender las previsiones y requisitos señalados.  
 
La Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia, en providencia del 19 de 
marzo de 2002, con ponencia del Dr. Luis Gonzalo Toro Correa, ha dicho que su 
competencia es restringida y extraordinaria; primero, porque su función está limitada al 
examen comparativo de la sentencia propuesto por el recurrente y; segundo, porque no 




El seguimiento estricto de los lineamientos precedentes es lo que ha conllevado a que la 
Sala de Casación Laboral, en muchos casos, desestime recursos por razones de técnica, 
es decir, porque las demandas de casación no cumplen a cabalidad con las formas 
previstas para ello.  
 
Tal afirmación se corrobora en diferentes decisiones, conforme como ocurrió en la 
Sentencia n° 4411 del 14 de noviembre de 1991, con ponencia del doctor Hugo 
SuescúnPujols, donde se acusaron por interpretación errónea los artículos 467 y 476 del 
Código Sustantivo del Trabajo, siendo que el tribunal para inhibirse de dictar sentencia de 
mérito, fundamentó su decisión únicamente en que no se acreditó alguna de las 
situaciones fácticas que autorizan la acumulación de pretensiones, previstas en el 
artículo 82 del C. P. C.. Al respecto consideró la Corte que el artículo 476 citado no fue 
tenido en cuenta al adoptar la decisión y, por tanto, el quebrando de dicha disposición 
procedía por infracción directa, por haber sido ignorado por el juzgador o por haberse 
revelado contra él. 
 
Nótese como la equivocación del recurrente al acusar la sentencia aduciendo como 
submotivo de violación de la ley sustancial la interpretación errónea del artículo 476 del 
C. S. T., debiéndose imputar su infracción directa, fue soslayo suficiente para desestimar 
el cargo.  
 
Otro ejemplo, ya más reciente, se encuentra en la sentencia SL-545 del presente año, 
proferida por la Sala de Casación Laboral, en la que lo pretendido era el reintegro al 
cargo del trabajador demandante y el pago de prestaciones. El demandante incoó la 
demanda arguyendo que fue despidió injustamente y que nunca se configuraron los 
hechos aducidos para el despido, por lo cual pretendía que se le restituyera su puesto de 
trabajo o, en su defecto, que se le indemnizara por la terminación injusta del contrato de 
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“4.- La competencia de la Corte Suprema de Justicia, frente a tales actos, como máximo Tribunal de Casación, es restringida y 
extraordinaria. 
Es restringida porque su función está limitada a hacer el examen comparativo, que le proponga el recurrente, de la sentencia impugnada 
con la ley, con el fin de preservar el imperio de ésta y unificar la jurisprudencia nacional. Examen que solo puede estar circunscrito a la 
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C-543/92) “la sentencia con autoridad de cosa juzgada representa, para la parte favorecida, un título dotado de plena validez y oponible 
a todo el mundo, pues crea una situación jurídica indiscutible a partir de la firmeza del fallo”. 
Es extraordinaria porque no todas las sentencias son susceptibles de ser acusadas por este mecanismo. 
5.- Desde este punto de vista, y dado el carácter extraordinario del recurso, se ha entendido ecuménicamente que la demanda de 
casación debe estructurarse con acomodo estricto a los preceptos legales, con sus desarrollos doctrinales y jurisprudenciales, siendo el 
derrotero único para la labor de la Corte, quien carece de facultades para actuar de oficio a fin de enmendar o corregir los defectos de 
que dicha demanda pueda adolecer”. 
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trabajo En primera instancia se decidió a favor de la excepción propuesta por la 
demandada “inexistencia del demandando”, y el Tribunal ratificó el dictamen y ordenó 
archivar el proceso. 
 
Posteriormente, el trabajador inició un nuevo proceso ordinario a su empleadora, con 
pretensiones semejantes, pero dirigida contra la nueva razón social de la empresa. La 
sentencia del a quo dio por probada la excepción de prescripción de las pretensiones del 
accionante, decisión que fue confirmada por el juez de apelación, quien buscó establecer 
si la prescripción de la acción de reintegro podría ser interrumpida por la presentación de 
la demanda inicial; de manera que, las decisiones de instancias terminaron absolviendo a 
la empresa demandada. 
 
En esfera casacional, el recurrente planteó dos cargos por la vía indirecta; por su parte, 
la Corte decidió descartar el estudio de fondo que respondería al problema jurídico 
planteado por el recurrente (¿La presentación de la primera demanda laboral que fue 
notificada y archivada por haberse declarado probada la excepción previa de inexistencia 
del demandado, interrumpe o no la prescripción de los derechos reclamados en un 
segundo proceso?), por inadecuada formulación del cargo, pues si lo pretendido era el 
examen de legislación laboral vigente y aplicable a la prescripción, la acusación debió 
orientarse por la vía directa y no por la indirecta, habida cuenta que la interrupción de la 
prescripción en estos eventos no deriva del contenido de la prueba sino de lo regulado 
por la ley. 
 
En el precitado ejemplo, el yerro cometido por el recurrente al orientar la acusación por la 
senda equivocada fue suficiente para desestimar la demanda, prevaleciendo la técnica 
sobre la protección y tutela efectiva de los derechos fundamentales alegados, como eran 
el trabajo y la estabilidad laboral.  
 
Otros casos donde los yerros de técnica fueron suficientes para no asumir el estudio de 
fondo de los cargos, se verifican en los radicados 37517 del 29 de mayo de 2012 y SL 
386 del 26 de junio de 2013, eventos en los no se incluyeron en la proposición jurídica las 
normas de orden sustancial que consagran los derechos reclamados, sino que 
simplemente se hizo referencia a las normas adjetivas que los recurrentes consideraban 
trasgredidas, es decir, no se cumplió con las formas previstas jurisprudencialmente para 
cuando la inconformidad se orienta por denominada violación de medio. En ambos casos 
lo pretendido era el reconocimiento de la pensión. 
 
 
2. Flexibilización de los requisitos de la demanda de casación 
La Sala de Casación de la Corte Suprema de Justicia, desde la entrada en vigencia de la 
actual Constitución, ha disminuido de manera paulatina y constante la cantidad de 
recursos que por razones de técnica no puede abordar el estudio de fondo de los cargos. 
Esto obedece a que en los últimos años ha ido creciendo en la labor de flexibilización de 
los requisitos por vía jurisprudencial, erradicando, de manera razonada, el rigorismo 





Dicho proceso de flexibilización ha orientado en dos aspectos; el primero se ha dirigido 
principalmente a terminar con los excesos del poder dispositivo del recurso, el cual indica 
que el límite al actuar de la Corte es la argumentación y fundamentación del recurrente, 
en el sentido que no son dables las actuaciones de oficio y, el segundo, orientado a 
menguar el carácter restringido del mismo, en la medida que el cumplimiento de la 
técnica no es absoluto, siempre que con base en el desarrollo de los cargos se pueda 
establecer el querer de recurrente. 
 
Ceder de manera razonable frente a algunos de los presupuestos de la demanda de 
casación, no significa en modo alguno que exista un abandono de la técnica que 
gobierna el recurso, sino que se ha entendido que sólo los dislates o yerros 
protuberantes tornan imposible el estudio de los cargos o la identificación de la intención 
del recurrente. 
 
La flexibilización de los requisitos de la demanda de casación ha tenido aplicación en 
diferentes aspectos, entre los cuales, sin pretender hacer una enunciación taxativa, 
encontramos: i) Alcance de la impugnación, ii) Proposición jurídica, iii) Modalidades de 
violación de la ley, e iv) Infracción directa e indirecta de la ley. A continuación 
estudiaremos algunos casos en los que se ha materializado dicho proceso. 
 
 
2.1. Flexibilización en el alcance de la impugnación 
Uno de los requisitos en los que la Corte ha cedido de manera amplia y sin reservas, es 
el relacionado con el alcance de la impugnación, en donde se establece cuál es el querer 
del recurrente en sede de casación y luego, en instancia, dependiendo de las resultas de 
las decisiones de primer y segundo grado, así como de lo alegado en el recurso de 
apelación (principio de consonancia). 
 
Así, a manera de ejemplo, en la sentencia 36182 del 27 de febrero de 2013, con 
ponencia de Luis Gabriel Miranda Buelvas, se soslayaron los defectos presentados en el 
petitum de la demanda de casación, como quiera que el recurrente (demandado) solicitó 
que se casara de manera parcial la sentencia recurrida respecto de la confirmación de 
las condenas impuestas por el juzgado y del numeral 3°, para que en sede de instancia 
se dispusiera la revocatoria de los numerales mencionados. Al efecto la Corte consideró 
que los pedido era a todas luces desatinado, porque no es posible, lógicamente, 
proceder en la forma solicitada porque“la sentencia no es revocable ni reformable por el 
juez que la dictó, ni es posible casa ni revocar al mismo tiempo la misma sentencia”; pero 
sin embargo dijo que el yerro no comprometía el estudio de fondo de los cargos, en 
consideración a que la intención del recurrente era determinable, pues sin dificultad se 
advertía que lo buscado era que se casara parcialmente la sentencia del tribunal en los 
puntos que confirmó la de primera instancia para que en sede de instancia se absolviera. 
 
Son copiosas las decisiones en las que se ha cedido frente a fallas en el alcance de la 
impugnación, eventos en los que la Corte ha indagado acerca de la verdadera intención 
del recurrente, todo ello en pro de emitir decisiones de fondo que atiendan las nuevas 
previsiones constitucionales del recurso extraordinario de casación, como son, entre 
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otras, la realización objetiva del derecho sustancial y la tutela efectiva de los derechos 
constitucionales fundamentales.  
 
Algunos ejemplos se encuentran en sentencias del 21 de marzo de 2012 con ponencia 
de Luís Gabriel Miranda Buelvas, 8 de mayo de 2012 con ponencia de Elsy del Pilar 
Cuello Calderón, 2 de mayo de 2012 con ponencia de Rigoberto Echeverri Bueno, 17 de 
abril de 2012 con ponencia de Rigoberto Echeverri Bueno, 20 de junio de 2012 con 
ponencia de Rigoberto Echeverri Bueno, 2 de mayo de 2012 con ponencia de Francisco 
Javier Ricaurte Gómez, 5 de junio de 2012 con ponencia de Francisco Javier Ricaurte 
Gómez, y sentencia del 14 de agosto del 2013 con ponencia de Carlos Ernesto Molina 
Monsalve, radicados 37430, 39005, 39508, 39760, 43897, 44579, 54326, y 43179, 




2.2. Flexibilización en la proposición jurídica 
Bajo el prisma de la vieja construcción jurisprudencial de la proposición jurídica completa, 
entendida como el deber del recurrente en casación de acusar total e íntegro el conjunto 
normativo, en la hipótesis en que la sentencia combatida decide una situación que 
depende de varias normas que se combinan entre sí, no sólo de una, la ausencia de una 
de ellas era suficiente para dar al traste con el ataque, lo cual relevaba a la Corte de 
hacer el examen de fondo.  
 
En relación con este requisito, dicho proceso ha tenido desarrollo legal y jurisprudencial, 
a saber: 
 
En primer lugar, una considerable morigeración en este aspecto se llevó a cabo a través 
de reforma legislativa, prevista mediante el artículo 51 Decreto 2651 de 1991, convertido 
en legislación permanente por el artículo 161 de la Ley 446 de 1998, la cual dispuso que 
basta con invocar la vulneración de al menos una norma de carácter sustancial de 
alcance nacional que, constituyendo fundamento esencial de la sentencia impugnada o 
haya debido serlo, a juicio del recurrente haya sido violada.  
 
En segundo lugar, por vía jurisprudencia, no obstante prevenir constantemente el deber 
de señalar por lo menos una disposición de orden sustancial que consagre el derecho 
reclamado, sin que le sea dado a la Corte suplir su ausencia, en algunos casos en los 
que ha sido patente, al rompe, la vulneración de un derecho fundamental, ha sido laxa al 
dar por acreditado tal exigencia. 
 
Así, en la sentencia 43333, del 14 de febrero de 2012
114
, proceso en el que el derecho 
controvertido era una pensión de sobrevivientes y los recurrentes (demandantes) no 
acusaron el parágrafo del artículo 12 de la Ley 797 de 2003, norma que consagra el 
derecho en disputa, sino que lo hicieron respecto de los artículos 6 y 25 del Acuerdo 049 
                                               
 




de 1990, 36 de la Ley 100 de 1993 y 48 y 53 de la Carta Política. Al resolver el asunto, se 
afirmó que las normas que se imputaron como transgredidas no regulaban la prestación, 
motivo por el que el asunto no podía ser resuelto bajo su égida. Sin embargo, la 
Salaestimó que“el artículo 36 de la Ley 100 de 1993, que consagra el régimen de 
transición en materia de pensiones de vejez y que acusa la censura, sí concierne a la 
resolución de esta causa en cuanto el parágrafo 1° del artículo 12 de la Ley 797 de 2003, 
que como se vio regula el derecho deprecado…”. 
 
Ante la evidente omisión de los recurrentes de demandar la violación del artículo 12 de la 
Ley 797 de 2003, precepto que reglamentaba la prestación, como quiera que la norma 
acusada, artículo 36 de la Ley 100 de 1993, no consagra la pensión reclamada, bien 
hubiese podido despachar negativamente la acusación por yerro en la proposición 
jurídica. No obstante, sin argüirlo de manera expresa, flexibilizando las exigencias de 
técnica y en aras de la tutela efectiva de los derechos fundamentales, como lo es la 
pensión, dio por acreditado dicho presupuesto con la citación de la norma que consagra 
el régimen de transición en materia pensional, al cual remite el citado artículo 12. 
 
La anterior decisión fue atacada mediante incidente de nulidad, afirmando vulneración del 
derecho al debido proceso en cabeza del fondo de pensiones, garantizado en el artículo 
29 de la Constitución Política, por considerar que al proferir el fallo, no se cumplió el 
mandato de observar “la plenitud de las formas propias de cada juicio” porque el 
parágrafo 1° del artículo 12 de la Ley 797 de 2003, no fue incluido en la proposición 
jurídica de la demanda de casación. La decisión fue ratificada providencia del 29 de 
mayo del año en curso, en la que se expuso, entre otras razones, que es numerosa la 
jurisprudencia en la que se han adaptado los requerimientos de la demanda de casación 
“en aras de cumplir el mandato establecido en el artículo 228 Superior relacionado con la 
prevalencia del derecho sustancial”. 
 
De igual forma, la Sala de Casación laboral ha dicho al interpretar el mandato contenido 
en el artículo 29 de la Constitución Política, relacionado con el acatamiento de las formas 
propias de cada juicio, hay que aplicarlo “ponderando la realización de los derechos 
fundamentales” consagrados en la misma, motivo por el cual el legislador, a través del 
artículo 48 del Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social, modificado por el 
artículo 7 de la Ley 1149 de 2007, dotó a los jueces del trabajo y de la seguridad social, 
de la obligación de“asumir la dirección del proceso adoptando las medidas necesarias 
para garantizar los derechos fundamentales115”. 
 
Otros asunto en el que sortearon o soslayaron falencias en la proposición jurídica se 
evidencia en el radicado 37517 del 29 de mayo de 2012. 
 
 
2.3. Flexibilización en las modalidades de violación de la ley  
                                               
 
115 República de Colombia. Corte Suprema de Justicia. Sala de Casación Laboral. Auto 43333 del 29 mayo de 2013. Ponencia de Jorge 
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Conforme a lo dispuesto en el artículo 87 del Código Sustantivo del Trabajo y en el 
desarrollo jurisprudencial, corresponde al recurrente indicar, en todos los casos en que 
se pretende la infirmación de la sentencia del ad quem por la vía directa, ya sea parcial o 
totalmente, la modalidad de violación de la ley (infracción directa, aplicación indebida e 
interpretación errónea) que se imputa, las cuales ente sí son excluyentes, por lo que en 
un mismo cago se pueden acusar distintos preceptos por diferentes submotivos, pero en 
ningún caso se puede achacar, respecto de una misma disposición, más de una 
modalidad. Los demás requisitos están ampliamente desarrollados en la parte primera 
del presente trabajo. 
 
En sentencia 37547 del 25 de octubre de 2011, con ponencia de Gustavo José Gnecco 
Mendoza, la parte demandante, recurrente en casación, atribuyó la“infracción directa”del 
artículo 177 del  C. P. C., al considerar que conforme a dicha disposición, si el 
tribunal“hubiera aplicado la regla de juicio que allí se consagra”habría dado por 
demostrados los extremos de la relación laboral. Conforme al desarrollo del cargo, el juez 
de casación entendió que lo verdaderamente enrostrado al sentenciador era 
que“distorsionó el significado de la regla de juicio de la carga de la prueba”en cuanto que, 
al no dar por demostrada la fecha final del contrato de trabajo, pese a estar debidamente 
acreditado el hito inicial, asumió, equivocadamente, que la carga del hecho extintivo de la 
relación de trabajo pesaba sobre el actor. 
 
Frente a lo anterior, la Corte superó la contradicción lógica cometida al estructurar el 
cargo, habida consideración de que, de manera expresa, se acusó la infracción directa 
del precitado artículo, siendo que su desarrollo estribó sobre la exégesis equivocada del 
precepto, es decir, se sustentó la infracción por interpretación errónea. 
 
Otro evento en el que se eludió el defecto en la modalidad de violación de la ley, se tiene 
en la sentencia n° 43145 del 5 de junio de 2012
116
, demanda en la que no se dijo de 
manera expresa la modalidad invocada, ya que se limitó a expresar que el fallador 
incurrió en el“quebrantamiento” de las disposiciones denunciadas. Sin embargo se 
asumió el estudio del cargo por considerar que dada la vía indirecta seleccionada le era 
asumir que los preceptos relacionados fueron aplicados indebidamente, pues, la 
Corporación tiene asentado que “(…) la aplicación indebida (…) ha sido aceptada por la 
jurisprudencia laboral en el ataque orientado por la vía indirecta, bajo el entendido de que 
la existencia de un error de hecho o de derecho puede dar lugar a que no se aplique la 
norma que correspondía al caso”. 
 
Yerros o imprecisiones en los motivos de trasgresión de la ley, son lo que han gestado 
que la Sala de Casación Laboral implemente mecanismos que hagan compatible las 
acusaciones, en aras de cumplir cabalmente con los nuevos derroteros de la casación, 
como es la desatención del tenor literal de las modalidades de violación de la ley 
denunciadas para, en cambio,  asumir el estudio de los cargos conforme su estructura y 
contenido real desarrollado. 
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Parecido criterio se adoptó en sentencia 33952 del 24 de agosto de 2010 y 33402 del 31 
de marzo de 2009. 
 
 
2.4. Flexibilización por infracción directa e indirecta de la ley  
Como se ha visto, cuando la acusación se orienta por vía indirecta, es 
necesariosingularizar las pruebas que se consideran dejadas de valorar o mal apreciadas 
por parte el ad quem, demostrar el yerro cometido e indicar su incidencia en la decisión, 




, se adujo que los yerros imputados al fallador de alzada ocurrieron 
por la “falta o indebida apreciación” de los medios probatorios individualizados, lo que 
evidencia un yerro de técnica, que en otrora era insalvable, pues no es posible que el 
juez valore una prueba y de manera simultánea deje de examinarla, habida cuenta que 
ello no atiende la lógica. Pese a ello, la Sala consideró que el defecto podía dispensarse 
porque en el desarrollo del cargo el recurrente adujo que “tales aseveraciones no gozan 
de sustento probatorio alguno en la sentencia que se mencionan (sic), donde se omite 
analizar de manera detallada (…) los medios probatorios que he mencionado 
anteriormente”, lo que permitía inferir que en la práctica el cuestionamiento se hacía por 
falta de valoración de los medios probatorios, por lo que se daba por superado el dislate 
mencionado. 
Otro ejemplo se evidencia en la providencia 38213 del 28 de septiembre de 2010
118
, 
evento en el cual se construyeron dos cargos por la vía directa y sin embargo en los 
mismos se hizo alusión al certificado de registro civil de matrimonio acusando al tribunal 
de haber desconocido el vínculo matrimonial. La Sala consideró que pese a la 
impropiedad de tal acusación por la senda jurídica, ante la evidencia de que el juez de 
segunda instancia no desconoció el hecho, era viable, “del resto de lo que constituye la 
acusación”, rescatar un cargo autónomo, en uso de las facultades previstas en el artículo 
51 del Decreto 2651 de 1991, convertido en legislación permanente por el artículo 162 de 
la Ley 446 de 1998, y por tanto, era viable el estudio. 
 
3. Constitucionalización del recurso extraordinario de casación en laboral 
El origen del recurso extraordinario de casación en Colombia es de carácter 
constitucional, pues tanto en la Constitución Política de 1886 como en la actual, se 
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asigna la competencia a la Corte Suprema de Justicia, como órgano máximo de la 
jurisdicción ordinaria, para conocer de su trámite119.  
En reiteradas oportunidades la Corte Constitucional ha insistido en que la casación no es 
un concepto vació, cuya naturaleza no puede ser alterada al antojo del legislador, para 
atribuir aspectos o elementos diferentes a los que integran dicho instituto; como, por 
ejemplo, variar su alcance, convertirlo en recurso ordinario, otra instancia, o que pudiese 
ser adelantado de oficio120. 
El recurso extraordinario de casación en los asuntos del trabajo y de la seguridad social, 
si bien, desde el plano legal, ha mantenido la estructura básica adoptada mediante 
Decreto 2158 de 1948, en manera alguna puede afirmase que dicho instituto ha 
permanecido impertérrito en el tiempo, especialmente, en los últimos años, en los que 
ecuménicamente ha mutado considerablemente para adecuarse a la nuevas formas, 
retos, fines y realidades del derecho. 
 
Es así que la corte Constitucional, al realizar el control previo de constitucionalidad del 
artículo 7 de la Ley 1285 de 2009, por medio del cual se modificó el artículo 16 de la Ley 
270 de 1996, Estatutaria de la Administración de Justicia, en sentencia de C-713 de 
2008, señaló que los nuevos paradigmas de la casación son: i) Protección y tutela 
efectiva de los derechos constitucionales bajo el principio de prevalencia del derecho 
sustancial, ii) Garantía del principio de legalidad en una dimensión amplia, y iii) 
Unificación de la jurisprudencia nacional. 
 
Posteriormente, en reciente pronunciamiento, acopiando los anteriores, amplió dicho 
espectro, para afirmar que los fines esenciales de la casación en asuntos del trabajo y la 
seguridad social, atendiendo las nuevas realidades constitucionales, en consonancia con 
el cambio de percepción del derecho, son: i) Unificación de la jurisprudencia nacional, ii) 
Realización del derecho objetivo, iii) Reparar los agravios inferidos a las partes con la 
sentencia recurrida, iv) Velar por la realización del ordenamiento constitucional –no 





En primer lugar, con relación al control de legalidad de las sentencias, se considera que 
la función de carácter nomofiláctico o de protección de la norma jurídica que de antaño 
se ha endilgado al recurso extraordinario de casación, ha ido cediendo de manera 
constante y paulatina de cara a los nuevos fines que comporta el Estado Social de 
Derecho, sin que la sede casación se convierta en una tercera instancia. Dicho de otra 
manera, en la actualidad aún corresponde a los jueces de instancia definir las 
controversias sometidas a su consideración y al tribunal de casación, la realización del 
control de legalidad de las sentencias. 
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No cabe la más mínima duda de que la Constitución Política gestó un cambio en la 
percepción del derecho y, en especial, de la ley; la cual, no debe ser interpretada de 
manera literal o taxativa, desde un plano formal, sino que hace referencia al 
ordenamiento jurídico vigente, esto es, comprende normas de rango superior, como son 
las de orden constitucional y las que integran los tratados internacionales ratificados por 
Colombia sobre derechos humanos (bloque de constitucionalidad), entre otras. 
 
La Carta Política es una verdadera norma jurídica en su integridad con valor inmediato y 
directo, que sirve de parámetro para el control de legalidad y validez de las decisiones 
judiciales, la cual, además, ostenta el carácter sustancial derivado de los principios y 
derechos que consagra. El examen legal que hace la Corte Suprema de Justicia sobre la 
sentencia, debe concebirse en su más ancha extensión, de manera tal que en él es 
necesario incluir normas de estirpe constitucional en procura de la protección de todos 
los derechos constitucionales.  
 
Por tanto, el concepto de norma sustancial, no se predica de manera exclusiva de la ley, 
sino que se extiende a todas las normas superiores o de orden constitucional, incluidas 
las que integran el bloque de constitucionalidad, que reconocen derechos 
constitucionales, entre ellos, los fundamentales. En consonancia, la propia Corte 
Suprema ha dicho que no puede ocuparse del control puro y simple de la legalidad de las 
sentencias, sino que debe velar por la realización de los principios y valores del texto 
Superior y de los tratados internacionales que conforman el bloque de constitucionalidad. 
 
Para lograr una verdadera sujeción del recurso extraordinario a la norma Superior debe 
reconocerse, sin ambages, el carácter normativo sustancial absoluto de las normas que 
integran la Constitución Política y el bloque de constitucionalidad. Para ello se requiere, 
por lo pronto, un mayor desarrollo por parte de Sala Casación Laboral, según la cual, en 
la actualidad, persiste en que las normas contenidas en la Carta Política no son 
sustanciales ni de aplicación directa, sino que requieren de desarrollos legislativos 
eficaces para concretar y hacer exigibles los derechos en ella contenidos; abriendo paso 
a la invocación de normas constitucionales, de manera preferencial, en la procedibilidad 
del recurso de casación en cuanto a la integración de la proposición jurídica se refiere. 
 
Por lo anterior, es imperativo que, de una vez por todas, en sede de casación se 
reconozca a las normas constitucionales el carácter de sustancial, sin que para ello se 
requiera de norma legal que las desarrolle. Sostener lo adverso merma carácter 
normativo a la Constitución Política y excluye la posibilidad de reclamar en casación, 
invocando la violación directa de normas de rango superior, los derechos laborales 
constitucionales, entre ellos, obviamente los fundamentales contenidos en ella, v. gr., 
remuneración mínima vital y móvil, estabilidad laboral, trabajo, mínimos laborales, 
principio de la condición más beneficiosa, seguridad social, protección a la maternidad, 
pensiones, trabajo infantil, etc. 
 
Adoptar tal posición por parte de la Sala Laboral de la Corte Suprema de Justicia, 
permitiría que en sede de casación se dé por cumplido el requisito de la proposición 
jurídica cuando en ella se incluyan normas constitucionales o de los tratados 
internacionales que integran el bloque de constitucionalidad, sin que para ello sea 
menester incluir normas de rango legal.  
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En segundo término, con relación a la función unificadora de la jurisprudencia, el instituto 
de la casación constituye un mecanismo, si se quiere, de orden sistémico o integral 
quebusca hacer efectivo el derecho a la igualdad ante la ley, la protección de la 
coherencia del ordenamiento jurídico y la aplicación del derecho objetivo122. 
 
Para los efectos del presente trabajo no es necesario ahondar en el estudio de la labor 
de la Corte cuando procura de unificación de las decisiones por parte de los jueces, la 
cual, además, ha sido desarrollada de manera razonable en la primera parte de la 
presente investigación. 
 
Sin embargo, conforme lo visto en el acápite flexibilización de los requisitos de la 
demanda de casación, no se advierten reglas o presupuestos claros que le permitan al 
usuario de la administración de justicia identificar con precisión los eventos en los cuales 
se está implementado dicho proceso, pues no se tiene certeza si ello ocurre en todos los 
asuntos que llegan al conocimiento de la Sala de Casación Laboral con ocasión del 
recurso extraordinario, o si ello cobra plena aplicación y vigencia sólo en aquellas 
controversias en las que se advierte al rompe una evidente transgresión de un de un 
derecho fundamental. Por el momento, pareciera que la política de flexibilización se 
ejerce de manera discrecional, según el criterio del magistrado sustanciador. 
 
Tener unos estándares claros para la aplicación del proceso de flexibilización de los 
requisitos, redunda en transparencia e imparcialidad de la gestión de la Sala de Casación 
Laboral de la Corte Suprema de Justicia, y permite hacer efectiva la igualdad ante la ley, 
la coherencia del ordenamiento jurídico y la aplicación del derecho objetivo. 
 
En cuanto a la tutela efectiva de los derechos constitucionales bajo el principio de 
prevalencia del derecho sustancial y, por supuesto, en la búsqueda de la realización de 
los derechos fundamentales de los asociados, es diáfano que el recurso extraordinario de 
casación en materia laboral, no es sólo un instrumento procesal, sino que cumple un 
papel indispensable para el cumplimiento de la legislación del trabajo, y más aún para la 
efectividad de los derechos constitucionales del trabajo y de la seguridad social. 
 
Existe una estrecha relación entre el principio del Estado Social de Derecho y el recurso 
extraordinario de casación en materia laboral, porque mediante este último se define la 
vigencia de las garantías laborales consagradas en la Constitución“… especialmente 
mediante la labor de corrección de los fallos y unificación de jurisprudencia (…) se hacen 
efectivos importantes derechos constitucionales como el derecho fundamental al 
trabajo, el respeto por las garantías mínimas consagradas en el artículo 53 
Superior, los derechos de asociación, los derechos sindicales, y por supuesto, la 
seguridad social, particularmente en pensiones.”
123
 (negrillas fuera de texto). 
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Es decir, la labor de la Corte en sede de casación no sólo se limita a propender por la 
unificación de la jurisprudencia y a ejercer el control de legalidad de las sentencias (en 
sentido amplio), sino que, principalmente, debe velar por hacer efectivos los derechos 
fundamentales de los trabajadores y de los afiliados al sistema de seguridad social 
integral (salud, pensiones y riesgos profesionales), labor en la que está inmersa la 
función de reparación de los agravios inferidos a las partes con las sentencias 
impugnadas. 
 
Lo anterior, en correspondencia al paradigma del movimiento constitucionalista 
latinoamericano y el neoconstitucionalismo como corriente de pensamiento surgido 
posterior a la segunda guerra mundial que desbordó los límites del establecimiento de 
competencias y separación de poderes, para someter el actuar del Estado a fines, 
principios y valores124. 
 
Dichas corrientes representan el paso del iuspositivismo teórico del Estado de Derecho 
(preeminencia de la norma) al iusnaturalismo moderno del Estado constitucional de 
derecho y el Estado Social de Derecho que amplían la dimensión interpretativa de las 
normas con predominio de la aplicación de valores y principios constitucionales 
colocando a la ley al servicio de la realización de lo justo. 
 
En ese sentido, la casación avizora un replanteamiento de su alcance, por cuanto la 
unificación de la jurisprudencial envuelve necesariamente la garantía del principio de 
legalidad en una dimensión más amplia, acompañada de la protección efectiva de los 
derechos constitucionales bajo el principio de prevalencia del derecho sustancial. 
 
La casación se halla confrontada a un proceso de constitucionalización omnipresente 
respecto de la interpretación y aplicación de la ley, de modo, que la 
nomofilaquiacalmandriana125 está condenada a mutar hacia la integración del control de 
legalidad amplio con los preceptos constitucionales, en la protección prevalente de los 
derechos fundamentales. 
 
Para LuiguiFerrajoli, los derechos fundamentales son derechos subjetivos pertenecientes 
a todos los seres humanos dotados de un estatus de persona, ciudadanos, o personas 
con capacidad para obrar. Así mismo, señala que un derecho subjetivo es una 
expectativa positiva (prestación) o negativa (no sufrir lesiones) radicada en un sujeto 
mediante una norma jurídica126. 
 
Para el profesor Willman Ruperto Durán Ribera los derechos fundamentales además de 
ser derechos subjetivos son principios de estirpe constitucional que inciden 
decididamente en el ordenamiento jurídico de manera integral, que legitiman y limitan el 
                                               
 
124 Carbonell, Miguel, El neoconstitucionalismo en su laberinto, En: Teoría Del constitucionalismo, Ensayos escogidos, Edición digital 
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poder del Estado, que permiten crear un marco de convivencia propicio para el desarrollo 
de la libre personalidad127. 
 
Teniendo en cuenta la conceptualización realizada, la concepción de los derechos 
fundamentales abarca un rango mayor a la inherencia en razón a la condición humana, 
mostrándose como un límite al actuar del Estado respecto de las personas, dotados de 
un carácter subjetivo que implica su exigibilidad por vías judiciales. 
 
El recurso de casación laboral, en correspondencia al movimiento constitucional vigente, 
observador del derecho como un fenómeno social, debe direccionarse a la efectivización, 
eficacia y vigencia de los derechos fundamentales128, entendidos como derechos 
subjetivos exigibles ante la ley. 
 
El juez laboral en casación está obligado a ser un juez ante todo constitucional, tan es así 
que, de conformidad con lo previsto en el artículo 7° de la Ley 1149 de 2007, 
modificatorio del artículo 48 del Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social, 
como director del proceso debe adoptar todas medidas que considere pertinentes en 
aras de “garantizar el respeto de los derechos fundamentales y el equilibrio entre las 
partes”. Por tanto, la sola presencia de dislates en la técnica de las demandas, no es 
suficiente para sacrificar, entre otros, los principales fines esenciales del Estado 
consagrados en el artículo 2 de la Constitución Política de Colombia, como son el 
servicio a la comunidad, la promoción de la prosperidad y la garantía de la efectividad de 
los derechos, principios y deberes constitucionales. 
 
Así las cosas, no es posible mantener la concepción del recurso extraordinario de 
casación como un juicio eminentemente técnico pues, a pesar de no ser una tercera 
instancia, la vulneración de un derecho fundamental a través de las sentencias de 
instancia, amerita perfectamente reabrir el debate procesal de manera excepcional como 
desarrollo integral del control de legalidad desde un plano constitucional; máxime, si se 
tiene en cuenta la importancia del trabajo como pilar fundamental que erige la 
organización del Estado, cuya protección especial se torna obligatoria en aras de que 
todas las personas puedan alcanzar un trabajo en condiciones dignas, iguales y justas, 
como respuesta a una obligación social y solidaria. 
 
Si en la Corte Suprema de Justicia se da al recurso extraordinario un tratamiento 
encaminado hacia la consecución y protección de las garantías constitucionales, ello 
permitirá hacer efectiva la protección de los derechos fundamentales; como los de 
asociación, seguridad social, pensión y todas las garantías mínimas previstas en el artículo 
53 constitucional.  
 
La Sala Laboral de la Corte Suprema de Justicia, como máximo órgano de la jurisdicción 
ordinaria laboral, debe ser un juez pluralista e incluyente y, por tanto, a pesar de sus 
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múltiples bondades jurídicas y de los importantes desarrollos jurisprudenciales en materia 
de flexibilización de los requisitos de la demanda de casación, está sin herramientas 
legales que le permitan rebasar los límites procesales por vía de excepción ante la 
vulneración de derechos fundamentales; pues, si bien, en algunos casos ha asumido el 
estudio de algunas controversias, pese a presentar falencias en los presupuestos de la 
demanda,no ostenta facultad legal la habilite para obviar las falencias de técnica en aras 
de la tutela efectiva de los derechos en comento. 
De éste modo, la necesidad de proteger y efectivizar los derechos fundamentales de los 
trabajadores y afiliados a la seguridad social, obliga a un cambio en la concepción del 
recurso extraordinario redireccionando las exigencias de técnica de la demanda de 
casación; lo cual, es posible a partir de la libertad de configuración del legislador, siendo 
éste competente para establecer de manera expresa los nuevos fines del recurso de la 
casación en materia laboral y se conceda a la Sala de Casación Laboral la facultad de 
resolver de fondo los conflictos que involucren derechos fundamentales, sin que le sea 
dado abstenerse por razones de técnica de la demanda. 
Con la adopción de medidas de esta índole se garantizaría que el recurso extraordinario 
de casación, en los asuntos del trabajo y de la seguridad social, sea un instituto 
autosuficiente para preservar los derechos fundamentales que puedan estar implicados 
en su ámbito, como consecuencia de la constitucionalización del derecho ordinario, 
gestada en las características de la nueva Carta Política. 
No atender las exigencias que hasta la fecha se han fijado para la demanda de casación, 
en aras de la salvaguarda de los derechos fundamentales, no significa que su estructura 
procesal desaparezca por la disminución sustancial en la rigidez de la forma, pues, aún 
en estos casos, debe mantener por lo menos una estructura lógica y una argumentación 
mínima orientada a establecer el disenso respecto de la decisión que se impugna. 
De lograrse tal cometido se pondría fin, o, por lo menos, disminuiría considerablemente la 
tensión que existe entre las Cortes Constitucional y Suprema, respecto de la tutela contra 
providencias judiciales proferidas por los órganos de cierre. dado que el control de 
constitucionalidad y de legalidad, de cara a los derechos fundamentales, se ejercería a 
través del recurso de casación; lo cual redundaría en la racionalidad de las decisiones 
judiciales, en la seguridad jurídica y en el logro del cometido estatal de contar con una 
administración de justicia pronta y cumplida. 
De igual manera, permitiría la armonización del recurso extraordinario de casación con 
los nuevos paradigmas constitucionales; como el control de legalidad de las sentencias 
en sentido amplio, la unificación de la jurisprudencia, y la salvaguarda y tutela efectiva de 
los derechos constitucionales y fundamentales, consagrados en la misma Carta Superior 
y en los tratados internacionales debidamente ratificados por Colombia.  
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Los cambios legislativos sugeridos han sido implementados en las áreas civil y penal, si 
bien, no en los mismos términos, en la forma como quedaron plasmados en los nuevos 
códigos de procedimiento, permiten al juez de casación adoptar medidas que garanticen 
la tutela efectiva de los derechos fundamentales. 
 
4. Constitucionalización del recurso extraordinario de casación en civil  
La finalidad del recurso extraordinario en materia civil en el momento actual está prevista 
en el Código de Procedimiento Civil vigente (Decretos 1400 y 2019 de 1970), Ley 1285 
de 2009 y en Código General del Proceso (Ley 1564 de 2012), el cual tiene prevista su 
entrada en vigencia en forma gradual a partir del 1 de enero de 2014. 
Hasta la fecha, el recurso tiene como finalidad la unificación de la jurisprudencia nacional, 
la realización del derecho objetivo, la reparación de los agravios inferidos a las partes con 
ocasión de la sentencia impugnada, protección de los derechos constitucionales y el 
control de legalidad de los fallos. 
En vigencia del Código General del Proceso129 (artículo 333), la casación dirige sus fines 
a la defensa y unidad del ordenamiento jurídico, la eficacia de los instrumentos 
internacionales, la protección de los derechos constitucionales, el control de legalidad de 
las sentencias, la unificación jurisprudencial y la reparación de agravios a las partes. 
Igualmente, en el artículo 336 ibídem, se previene a la Sala de Casación Civil para que 
no tenga en cuenta causales de casación distintas a las allí expresamente señaladas, 
pero sin embargo la faculta para casar la sentencia, aún de oficio, cuando sea ostensible 
que la misma atente contra los derechos y garantías constitucionales.  
Nótese el recurso extraordinario, por disposición legal,pasa a hacer un control de 
legalidad que involucra la protección de los derechos constitucionales y demás garantías 
que de ellos derivan; lo cual está en plena armonía con lo afirmado por la Corte 
Constitucional, según la cual, la casación debe obedecer al mandato del artículo 228 de 
la Constitución Política, es decir, garantizar la justicia material y con ello hacer efectivo el 
principio de prevalencia del derecho sustancial, no solamente en cuanto a los derechos 
fundamentales respecta, sino a todos los derechos y principios reconocidos en el 
ordenamiento jurídico130. 
 
5. Constitucionalización del recurso extraordinario de casación en penal  
                                               
 
129 Ley 1564 de 2012. Artículo 333 





La finalidad del recurso extraordinario de casación, según los artículos 180 y 181 del 
Código de Procedimiento Penal (Ley 906 de 2004), es la efectividad del derecho material, 
el respeto a las garantías de los intervinientes, la reparación de agravios y la unificación 
de la jurisprudencia. Está concebido como un control constitucional y legal contra 
sentencias proferidas en segunda instancia, en procesos que hubiesen afectado 
derechos y garantías fundamentales, bajo causales específicas de procedencia. 
En el análisis efectuado por la Corte Constitucional en sentencia C-590 de 2005, se 
manifestó que la consagración de la casación como un mecanismo de control 
constitucional y legal, no solamente implica que el estudio de legitimidad de las 
sentencias impugnadas deba hacerse en confrontación de las normas procesales y 
sustanciales, sino que el mismo debe abarcar los preceptos constitucionales o de orden 
superior, ya que sin lugar a dudas, éstas constituyen un parámetro obligatorio de 
verificación y validez de las mismas. 
Como puede observarse, el recurso extraordinario de casación en asuntos penales, 
asumió sin ambages una nueva concepción de cara al Estado Social de Derecho, 
consagrando la posibilidad de hacer el control de las sentencias en las que se afectan 
derechos fundamentales. 
El rito de Procedimiento Penal, en aras de garantizar los derechos constitucionales, 
acabó con las barreras tradicionales que -en su gran mayoría de orden adjetivo- limitaban 
la procedencia del recurso de casación131. La laxitud en la técnica de la elaboración de la 
demanda de casación, si así puede calificarse, permite incluso superar los defectos de la 
demanda para decidir de fondo y garantizar la tutela efectiva de las garantías 
constitucionales, atendiendo en todo caso los fines de la casación.  
No es que la estructura procesal que siempre orientó la casación en materia penal haya 
desaparecido, sino que se disminuyó sustancialmente la rigidez en la forma, pues la 
demanda de casación debe mantener por lo menos una estructura lógica y una 
argumentación mínima orientada a establecer el disenso respecto de la decisión que se 
impugna. 
El ámbito constitucional consagra la procedencia de fallos anticipados por parte de la 
Sala de Casación, cuando por razones de orden superior así ella lo considere necesario, 
evento en el que puede anticipar los turnos para convocar a la audiencia de sustentación 
y decisión del recurso. 
En los asuntos del derecho penal, incluso desde la vigencia del Decreto 2700 de 1991, 
siempre está presente la concepción de la Constitución Política en el Estado Social de 
Derecho, donde la misma pasa de ser una norma abstracta a una norma de aplicación 
                                               
 
131Código de Procedimiento Penal. Ley 906 de 2004. Artículo 184 
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directa en cuanto a la garantía y protección de los derechos fundamentales, máxime en 
tanto que la mayoría de las controversias que allí se suscitan llevan implícito el estudio 
de legalidad de las libertades individuales.  
Así, el precitado decreto consagraba en su inciso final la procedencia de la casación 
excepcional cuando se considerase la necesidad de desarrollar la jurisprudencia o la 
garantía de los derechos fundamentales, apropiándose así de un rol de juez de control de 
constitucionalidad, pero en el que la Corte de manera discrecional decidía si aceptaba o 
no el recurso. En vigencia de la Ley 553 de 2003, comenzó a ser procedente respecto de 
sentencias ejecutoriadas de segunda instancia y la facultad discrecional de la Corte varió 
en cuanto hizo facultativa la admisión de la demanda132. 
La Ley 600 de 2000, promulgada el 24 de julio y cuya vigencia comenzó a regir el 25 de 
julio el año siguiente, mediante el artículo 205, reiteró la norma anterior. Sin embargo, 
para la época, la Corte Constitucional mediante sentencia C-252 de 2001 declaró la 
inexequibilidad parcial de ésta norma y de algunas de la Ley 553 de 2000, lo que revivió 
inmediatamente los efectos del texto original del Decreto 2700 de 1991, es decir, la 
aceptación discrecional de la Sala de Casación Penal, respecto a la procedencia del 
recurso. 
Finalmente, en lo que tiene que ver con la Ley 600 de 2000, la rigidez en la forma era 
casi absoluta, en la medida que el recurso exigía la argumentación metódica y correcta 
con el fin de lograr una reflexión organizada de los motivos de casación133. 
Para la época las deficiencias técnicas eran insuperables al igual que las de 
argumentación, lo que en la mayoría de los casos imposibilitaba un estudio de fondo de 
cada caso en específico. Lo que inhibía el verdadero objeto de la casación, caso 
diferente al momento actual. 
 
  
                                               
 
132República de Colombia. Corte Suprema de Justicia. Sala de Casación Penal. Sentencia 23582 del 4 de mayo de 2005. Ponencia de 
Edgar Lombana Trujillo 
133 República de Colombia. Corte Suprema de Justicia. Sala de Casación Penal. Sentencia 36615 del 18 de abril de 2012. Ponencia de 






III. EL RECURSO EXTRAORDINARIO DE CASACIÓN COMO GARANTÍA DE 
LOS DERECHOS FUNDAMENTALES EN EL TRABAJO Y LA SEGURIDAD 
SOCIAL 
 
En el presente acápite, se plantea un estudio estadístico para constatar si el recurso 
extraordinario de casación en materia laboral es autosuficiente para garantizar la 
protección y tutela efectiva de los derechos fundamentales involucrados en los asuntos 
del trabajo y de la seguridad social, o, en su defecto, se requiere una reforma legal que 
para lograr tal cometido; este análisis se hace atendiendo a la finalidad rediseñada a 
partir de los nuevos derroteros fijados en la Carta Política, en la forma como se encuentra 
estructurado legislativamente y con el proceso de flexibilización de los requisitos de la 
demanda de casación que paulatinamente ha venido implementando la Sala de Casación 
Laboral. 
Al efecto, la presente investigación estadística se orientó de la siguiente manera: 
 
1. Ficha técnica del estudio estadístico 
Para constatar que el recurso extraordinario de casación es autosuficiente para 
garantizar la tutela efectiva de los derechos fundamentales involucrados en los asuntos 
del trabajo y de la seguridad social, se definió la realización de un Censo de Sentencias, 
publicadas por la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia, en los años 
2008 a 2012. 
 
1.1.  Finalidad 
La finalidad del Censo es suministrar información estadística, de carácter descriptivo, 
referente a si se casa o no una sentencia que busca tutelar derechos fundamentales y, 
en los casos en donde no se casa, si esta decisión obedece a fallas en la técnica. 
Así mismo, se busca identificar, en las sentencias donde no se casa, si quién recurre es 
el trabajador o el afiliado y si están de por medio derechos fundamentales que, según el 
criterio del recurrente, no fueron protegidos en las instancias, razón por la cual tuvo que 
acudir al recurso extraordinario de casación. 
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1.2. Objetivo general del Censo 
Obtener estadísticas de las sentencias publicadas por la Sala de Casación Laboral de la 
Corte Suprema de Justicia en el período comprendido entre el primero (1°) de enero de 
2008 y el treinta y uno (31) de diciembre de 2012, en las cuales se buscaba la tutela de 
un derecho fundamental de los trabajadores, beneficiarios o afiliados a la seguridad 
social, y en las que se decidió no casar la providencia acusada por cuanto la demanda de 
casación presentaba dislates protuberantes en la técnica, que hicieron imposible asumir 
el estudio de fondo de las controversias. 
 
1.3. Objetivos específicos del Censo 
 Contar con el inventario de sentencias publicadas por la Sala de Casación 
Laboral de la Corte Suprema de Justicia para el período comprendido entre el 1 
de enero de 2008 y el 31 de diciembre de 2012 y que no fueron casadas por 
problemas de técnica, en las cuales se buscaba la tutela de un derecho 
fundamental de los trabajadores, beneficiarios o afiliados a la seguridad social. 
 Conocer el comportamiento de las sentencias publicadas por la Sala de Casación 
Laboral de la Corte Suprema de Justicia, no casadas por problemas de técnica, 
para el período referido y que buscaban la protección de un derecho fundamental 
de los trabajadores, beneficiarios o afiliados a la seguridad social. 
 Servir de base para conocer si la técnica del recurso extraordinario de casación 
laboral impide que dicho instituto sea autosuficiente para garantizar la tutela 
efectiva de los derechos fundamentales, o si por el contrario, se requiere de un 
desarrollo legal para lograr tal cometido. 
 
1.4. Universo de estudio 
El universo está conformado por todas las sentencias publicadas por la Sala de Casación 
Laboral de la Corte Suprema de Justicia, durante el lapso comprendido entre el 1° de 
enero de 2008 y el 31 de diciembre de 2012, y que no fueron casadas por problemas de 
técnica, en las cuales se buscaba la tutela de un derecho fundamental de los 
trabajadores, beneficiarios o afiliados a la seguridad social. 
 
1.5.  Unidades de observación 
Las unidades de observación estadística fueron las sentencias que cumplen los criterios 





1.6.  Período de referencia 
Las sentencias censadas fueron las publicadas entre el 1 de enero de 2008 al 31 de 
diciembre de 2012 y que cumplen con los criterios señalados en el universo de estudio. 
 
1.7.  Período de empadronamiento 
La recolección de la información se realizó durante ocho (8) meses, correspondientes al 
lapso comprendido entre el primero (1°) de febrero y el treinta (30) de septiembre de dos 
mil trece (2013). 
 
1.8.  Método de recolección de la información 
Para recolectar la información, se procedió a hacer la identificación de las sentencias de 
casación emitidas por la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia, 
durante el lapso 2008-2012, para luego determinar aquellas en las que se decidió no 
casar la providencia acusada por cuanto la demanda de casación presentaba dislates 
protuberantes en la técnica, que hicieron imposible asumir el estudio de fondo de las 
controversias. 
Determinadas las providencias que no casaron por problemas de técnica, se identificaron 
aquellas en las que estaban involucrados derechos fundamentales de los trabajadores, 
beneficiarios o afiliados a la seguridad social, excluyendo los recursos en los que el 
censor en casación era el empleador, fondo o entidad administradora de la seguridad 
social, por considerarse que en tales eventos no se busca la protección o salvaguarda de 
un derecho fundamental, sino, por el contrario, por regla general, se pretende la 
liberación del reconocimiento y pago de obligaciones laborales y de la seguridad social. 
Para determinar los asuntos en los que se consideró estaban inmersos derechos 
fundamentales de los trabajadores, se tuvieron en cuenta los criterios señalados en los 
capítulos anteriores del presente trabajo. Por tanto, los temas considerados como tales 
son: i) Pensiones, ii), Indexación de la primera mesada pensional, iii) Reliquidación 
pensional, iv) Reintegro, v) Aportes para pensión y, vi) Asociación. 
Los contenidos no catalogados como derechos fundamentales son: i) Prestaciones 
sociales134, ii) Créditos laborales, iii) Indemnizaciones, iv) Beneficios convencionales que 
no involucraban la estabilidad laboral y el derecho al trabajo, v) Contrato realidad y 
                                               
 
134 Si bien la Corte Constitucional ha considerado, de manera excepcional, el reconocimiento y pago de acreencias laborales como 
derecho fundamental, para ello se requiere del cumplimiento de unos requisitos fijados en sentencias T-599 de 1997, T-264 de 1998, T-
434 de 1999, T-684 de 2003, entre otras, los cuales no se advierten al rompe en sede de casación. 
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prestaciones cuando no se pedía el reintegro, vi) Cesantías, viii) Salarios, ix) Gastos 
médicos y, x) Honorarios 
La información fue consignada en los formularios diseñados para el efecto, los cuales se 
encuentran debidamente diligenciados en el anexo n° 1. 
El muestreo probabilístico recolectado para la realización de la presente estadística se 
tomó directamente del servidor la Corte Suprema de Justicia y del Sistema de Consulta 
Jurisprudencial135, donde se publican las decisiones proferidas por la Corporación. 
 
1.9. Procesamiento después del Censo 
Después de realizar el Censo de Sentencias, se procedió a consolidar la información 
recolectada, en una hoja de cálculo de excel, en donde se procesó la información, para 
posteriormente efectuar su análisis. 
 
La captura de la información en la hoja de cálculo fue validada por cuatro (4) 
colaboradores para verificar que los datos se ingresaron de manera correcta. 
 
Lo errores que se encontraron fueron corregidos en la hoja de cálculo, dejando memoria 
de los mismos. 
 
1.10. Productos obtenidos  
 




2. Consolidación de datos 
Para obtener el universo de sentencias que atañen a la presente investigación, fue 
necesario revisar una a una de las 73315 sentencias proferidas y publicadas por la Sala 
de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia, correspondientes al período 2008-
2012. 
En el proceso de descarte, se registraron los datos que a continuación se consolidan, los 
cuales, sin bien no son relevantes para el presente estudio, si ameritan su publicación 
por se de interés de la comunidad jurídica, como es el sentido de la decisión, es decir, la 
cantidad de sentencias que casan, casan parcialmente y no casan, así:  







i) Clase de decisión: Al efecto, se discrimina por años el total de sentencias 
estudiadas, el tipo de decisión adoptada por la Corporación -No Casa, Casa 





















































ii) Sentencias que decidieron de fondo y no casaron por técnica: Los datos aquí 
consolidados son los que constituyen el verdadero grupo de decisiones que 
atañen al estudio.  
 
Se relaciona año a año la cantidad de sentencias, singularizando las que 
resolvieron de fondo los cargos136 y las que por razones exclusivamente de 
técnica no casaron. 
 
 
                                               
 
136Se incluyen todas las providencias que, si bien presentaron algunos dislates de técnica, la Corte resolvió el fondo de la controversia 
planteada. 
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Año Sentencias Decide Fondo % No Casa - Técnica % 
2008 1477 1269 85,92% 208 14,08% 
2009 1567 1274 81,30% 293 18,70% 
2010 1767 1585 89,70% 182 10,30% 
2011 1441 1288 89,38% 153 10,62% 
2012 1063 938 88,24% 125 11,76% 
 
 
iii) Recurrente en sentencias no casadas por técnica: Del total de providencias en 
las que la Corte se abstuvo de resolver los cargos porque la demanda presentaba 
yerros protuberantes, se apartan en un grupo aquellas donde el recurrente en 
casación era el trabajador, beneficiario o afiliado a la seguridad social y, en el 
otro, cuando lo era el empleador, fondo o entidad; luego se determina el 
porcentaje que cada uno representa. 
 







2008  208 14,08% 176 84,62% 32 15,38% 
2009  293 18,70% 251 85,67% 42 14,33% 
2010  182 10,30% 155 85,16% 27 14,84% 
2011  153 10,62% 120 78,43% 33 21,57% 
2012  125 11,76% 110 88,00% 15 12,00% 
 
 
iv) Sentencias no casadas por técnica que involucraban derechos 
fundamentales, en las que el recurrente fue el trabajador, beneficiario o 
afiliado: Aquí se individualizan las decisiones recurridas por la parte débil de la 
relación laboral o de la seguridad social, separando aquellas que abarcaron 




luego se establece el porcentaje que representan las primeras respecto del total 
de asuntos decididos por la Sala Casación Laboral.  
 
Año Sentencias No Casa - Técnica Trabajador 
Beneficiario 
Afiliado 
% Derechos  
Fundamentales 
% 
2008 1477 208 176 11,92% 83 5,62% 
2009 1567 293 251 16,02% 156 9,96% 
2010 1767 182 155 8,77% 94 5,32% 
2011 1441 153 120 8,33% 79 5,48% 
2012 1063 125 110 10,35% 67 6,30% 
 
 
3. Análisis de la información 
Se tiene que durante el período comprendido entre el 1° de enero de 2008 y el 31 de 
diciembre de 2012, la Sala de Casación Laboral profirió, en sede de casación, un total de 
7.315 sentencias. 
 
Del total de las providencias estudiadas, en aras de establecer el universo de sentencias 
que atañen al presente estudio, como son las sentencias no casadas exclusivamente por 
razones de técnica, se obtuvo información relevante o de interés de la comunidad, como 
es el sentido de la decisión, la cual, sólo con interés informativo, incluimos en este 
acápite, de la siguiente manera: 
 
De 7.315 sentencias publicadas, la Sala Laboral de la Corte Suprema de Justicia no casó 
5.881; casó parcialmente 626 y casó totalmente 808. 
 
En la gráfica que sigue, se observa, año tras año, el porcentaje que representa cada uno 
de los tipos de decisión adoptados frente al total de sentencias de casación proferidas, 
así: 
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De lo anterior se concluye que, en promedio, del total de sentencias proferidas durante 
los cinco años estudiados, el 80.32% no casó; el 8.52% casó de manera parcial y el 
11.10% caso plenamente. Entonces, sumadas las decisiones que infirmaron total y 
parcialmente las decisiones acusadas, se tiene que 19.68% de los recursos 
extraordinarios de casación prosperan.  
 
En segundo lugar, se procedió a identificar de manera concreta el universo de 
providencias objeto del presente trabajo, como son las sentencias en la cuales la Sala de 
Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia no casó la decisión impugnada, o 
mejor, no estudió el fondo de la controversia planteada por el recurrente en la demanda 
de casación, únicamente porque ésta presentaba dislates o yerros protuberantes en la 
técnica. 
 
Entonces, se tiene que tal como se avizora en la gráfica que sigue, de las 7.315 
sentencias, 6.354 decidieron la controversia planteada por el recurrente, es decir, se 
profirió decisión de fondo; y, en 961 se abstuvo la Sala de asumir el estudio de los cargos 




Según la información registrada, se tiene que para el año 2008, no casaron por motivos 
formales 208, para el 2009, 293; para el 2010, 182; para el 2011, 153 y para el 2012, 
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respectivamente. Nótese como para el 2009, correspondían al 18.70%, y en el 2011, tan 
sólo se llegó al 10.62%.  
 
Lo anterior permite establecer que la cantidad de sentencias no casadas por dislates en 
las formalidades de la demanda ha venido disminuyendo de manera paulatina y 
constante en el devenir de los años, lo cual obedece, entre otras razones, a la 
implementación del proceso de flexibilización de los requisitos por parte de la Sala de 
Casación, de cara a la protección a los derechos constitucionales. 
 
Un tercer aspecto a considerar atañe al porcentaje que representa la calidad de la parte 





De las decisiones adoptadas por técnica, en todos los años, el porcentaje más alto 
radicada en cabeza de los trabajadores, beneficiarios o afiliados a la seguridad social, es 
decir, los recursos interpuestos por la parte débil en las relaciones de trabajo tienen 
mayor probabilidad de no ser resueltos de fondo por carencia de requisitos de la 
demanda. Es así que el promedio porcentual, para el lapso evaluado, a éstos 
corresponde el 84.38%, y a los empleadores o entidades el 15.62%. 
La inferencia anterior puede obedecer, entre tantas causas, a que los apoderados de los 
trabajadores no son lo suficientemente idóneos, o que las formas en sede de casación 
son demasiado exigentes. Sin embargo, la segunda opción es poco probable por la 
puesta en marcha de la política de merma en las exigencias y formalidades de la 
demanda; en cambio, sí cobra mayor fuerza el hecho de que a los trabajadores les es 
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No Casa por Técnica
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54 Constitucionalización del recurso extraordinario de casación laboral 
Flexibilización de la técnica 
 
 
Finalmente, del total de recursos de casación resueltos por la Sala Laboral, se estudia el 
porcentaje que representa la cantidad de recursos interpuestos por trabajadores, 
beneficiarios o afiliados a la seguridad social, que fueron despachados por técnica y que 
involucraban derechos fundamentales, tales como pensiones, estabilidad laboral, trabajo, 
seguridad social, etc. 
No se toman en cuenta aquellos casos donde el censor era el empleador, fondo o 
entidad del sistema, teniendo a consideración que, por la naturaleza de la parte, no se 
busca la protección o tutela de derechos fundamentales; sino, por el contrario, 
generalmente lo pretendido es la liberación del reconocimiento y pago de prestaciones. 
 
 
En la gráfica se evidencia que el porcentaje de asuntos que involucraban derechos 
fundamentales que fueron desestimados por no cumplir con los presupuestos de la 
demanda de casación, respecto del total sentencias o recursos decididos, es menor; 
habida cuenta que para el año 2012 representan el 6.30%; para el año 2011, el 5.48%; 
para el 2010, el 5.32%; para el 2009, el 9.96% y para el 2008, el 5.62%.  
Si bien se puede concluir que, en términos generales, el recurso extraordinario de 
casación es un instituto que procura la tutela efectiva de los derechos fundamentales de 
los trabajadores, beneficiarios y afiliados a la seguridad social, como quiera que la 


































Sentencias No casa por Técnica
Derechos Fundamentales
Sentencias






representa, en promedio, el 6.54%, del total de asuntos a cargo de la Sala Laboral; lo 
ideal, es que el mismo sea autosuficiente para lograr el cometido constitucional. 
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1. La técnica en el recurso extraordinario de casación laboral, conforme las 
exigencias legales y jurisprudenciales actuales, es insuficiente para garantizar la 
tutela efectiva de los derechos fundamentales de los asociados; pues, si bien, el 
porcentaje de asuntos no casados en razón a que las demandas presentaban 
yerros protuberantes es menor, lo ideal es que en todos los casos se materialice 
tal cometido constitucional. 
 
2. Es necesario variar la concepción del recurso extraordinario de casación como un 
juicio eminentemente técnico; pues, a pesar de no ser una tercera instancia, la 
vulneración de derechos fundamentales a través de las sentencias de instancia, 
amerita perfectamente reabrir el debate procesal de manera excepcional como 
desarrollo integral del control de legalidad desde un plano constitucional, máxime 
si se tiene en cuenta la importancia del trabajo como pilar fundamental que erige 
la organización del Estado, cuya protección especial es imperativa para garantizar 
las relaciones económicas, en concordancia con postulados previstos en los 
artículos 1, 2, 25, 39, 48, 53, 55, 56 y 64 de la Constitución Política, que 
reconocen a todas las personas el derecho a procurar y alcanzar un trabajo en 
condiciones dignas, iguales y justas. 
 
3. El recurso extraordinario de casación en los asuntos del trabajo y de la seguridad 
social, ha ampliado su espectro para ajustarse a las nuevas realidades 
constitucionales, en consonancia con el cambio de percepción del derecho. Por 
tanto, además de la función unificadora de la jurisprudencia nacional, la 
realización del control de legalidad de las sentencias, la reparación de los 
agravios inferidos a las partes con las sentencias acusadas y la realización del 
derecho objetivo, debe velar por la realización del ordenamiento constitucional -no 
solamente legal- y propender por la realización de los derechos constitucionales y 
fundamentales de los asociados. 
 
4. Los nuevos fines de la casación obligan a abandonar la concepción del recurso 
como un medio de sujeción de los jueces a la ley, en cuanto al control de su 
actividad judicial se refiere; para tornarse en un mecanismo judicial idóneo para 
proteger de manera efectiva los derechos constitucionales y fundamentales de los 
trabajadores, beneficiarios y afiliados a la seguridad social.  
 
El recurso de casación en materia laboral cuenta con un espectro más allá de su 
carácter procesal extraordinario, para convertirse en una herramienta que 





Es decir, los ritmos del Estado Social de Derecho no alteran como tal la esencia 
del recurso extraordinario en materia laboral, pero sí implican la inminencia de 
una excepcionalidad en la técnica de la demanda para su conocimiento y trámite 
en todos los eventos en que se pretenda el reconocimiento y protección de 
derechos fundamentales, siempre que los argumentos del recurrente así lo 
avizoren y rebasen la ausencia del aptitud formal de la demanda. 
 
El modelo de Estado en que actualmente se desarrolla el recurso extraordinario 
de casación respeta de manera absoluta la libertad de configuración del legislador 
y las formas propias de cada juicio en específico; sin embargo, aboga por la 
primacía de la efectivización, eficacia y vigenciade los derechos fundamentales 
como otra forma de garantizar el acceso a la administración de justicia, ampliando 
el control de legalidad en cada caso hacia la concreción de los principios 
fundantes del constituyente actual. 
 
5. La transformación del recurso de casación conlleva un cambio de percepción del 
texto constitucional como una verdadera norma jurídica de orden sustancial, que 
por sí sola reconoce derechos laborales y de la seguridad social, dejando atrás su 
caracterización única como carta de principios y valores, en el sentido que se 
concreta como un parámetro efectivo en la interpretación de normas de menor 
jerarquía para el control de decisiones judiciales, vinculando incluso los preceptos 
de los tratados internacionales. 
 
Es tiempo que en sede de casación se reconozca a las normas constitucionales el 
carácter de sustancial, sin que para ello se requiera de norma legal que las 
desarrolle y, por tanto, bastará con su señalamiento, incluidos los tratados 
internacionales ratificados por Colombia, para que se dé por cumplido el requisito 
de la proposición jurídica en la demanda de casación. 
 
6. El control de legalidad efectuado por el tribunal de casación debe forjarse en una 
dimensión amplia que involucre los valores y principios constitucionales y, por 
ende, los derechos fundamentales que ello implica. En tal sentido, la primacía y 
protección de los derechos hace parte de la función correccional que ejerce el 
juez de casación frente al control judicial y la reparación de agravios en general. 
 
7. La implementación del proceso de flexibilización de los requisitos de la demanda 
de casación en materia laboral ha contribuido de manera considerable en aras de 
que el recurso extraordinario sea un instituto autosuficiente para preservar los 
derechos fundamentales que puedan estar implicados en su ámbito. 
 
No atender de manera literal las exigencias que hasta la fecha se han fijado para 
la demanda, en aras de la salvaguarda de los derechos constitucionales y 
fundamentales de los ciudadanos, especialmente, en aquellos asuntos donde el 
recurrente es el trabajador, beneficiario o afiliado a la seguridad social, no 
significa romper su estructura procesal, ni mucho menos que ella desaparezca por 
la disminución sustancial en la rigidez de la forma, como quiera que en tales 
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casos al menos debe mantener una estructura lógica y una argumentación 
mínima que permitan establecer la inconformidad e intención del recurrente. 
Las exigencias actuales permiten comprobar que el diseño de la rigurosidad 
formal garantiza la prevalencia del derecho sustancial materializado en las 
instancias, como lo menciona el artículo 228 de la Constitución Política, en la 
medida que se constituye en un escudo que evita la prolongación indefinida de los 
debates jurídicos a discrecionalidad. 
 
Sin embargo, es necesario admitir que los esfuerzos de la flexibilización no son 
suficientes cuando se trata de la prevalencia de la protección de derechos 
fundamentales ante yerros protuberantes en la técnica de casación, en modo que 
impide la labor de la Sala de Casación Laboral a partir del carácter dispositivo del 
recurso, inhibiéndola en la búsqueda del sentido real que el recurrente intentó 
imprimir en su sustentación. 
 
Además, es necesario tener unos estándares claros para la aplicación del proceso 
de flexibilización de requisitos, de tal manera que los usuarios de la justicia 
puedan identificar las situaciones en las que la Sala de Casación Laboral 
implementa dicha política. 
 
8. Estadísticamente se estableció que de las 7.315 sentencias proferidas por la Sala 
de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia, durante el período 
comprendido entre el 1° de enero de 2008 y el 31 de diciembre de 2012, 961 
fueron decididas por razones de técnica, que representan un 13.09%. 
 
Así mismo, de las sentencias no casadas por falta de requisitos, 479 
corresponden a recursos interpuestos por trabajadores, afiliados o beneficiarios 
de la seguridad social, asuntos en los que se debatía el reconocimiento de 
derechos fundamentales. 
Con lo anterior se demuestra que el recurso extraordinario es un instituto que 
procura cumplir con los nuevos paradigmas constitucionales, no sólo por los 
esfuerzos y desarrollos jurisprudenciales que ha tenido la Sala de Casación 
Laboral para mermar sustancialmente las exigencias de la técnica, en aras de la 
tutela y protección efectiva de los derechos constitucionales y fundamentales de 
los asociados, sino porque la cantidad de asuntos que se han dejado de resolver 
por tales motivos en bastante mínimo, pues tan sólo representan, el 6.54% de la 
totalidad de recursos de casación resueltos por la Corporación. 
Sin embargo, deben implementarse políticas a nivel jurisprudencial y reformas 
legislativas que permitan o faculten al juez de casación para que la totalidad de 
los recursos de casación interpuestos por la parte débil en los asuntos del trabajo 




presupuestos de técnica, especialmente, cuando en su ámbito estén involucrados 
derechos fundamentales.  
9. Acorde a la realidad sociológica de la mayor parte de la población trabajadora del 
país, los medios económicos se tornan insuficientes a la hora de hacerse a una 
representación judicial idónea para que lidie las exigencias de la técnica en sede 
de casación, debido a que la gran parte de los abogados del común carecen de 
formación profesional al respecto, dejándola en desventaja jurídica en la litigación 
de sus derechos 
 
10. Para finalizar, la constitucionalización del recurso extraordinario de casación 
laboral es el resultado necesario de la evolución jurídica del derecho como 
fenómeno social hacia la realización de los fines del Estado Social de Derecho y 
la protección de los derechos fundamentales, sólo que a través de la vía 
jurisprudencial. 
 
Caso diferente a la casación en material penal, resurgida legislativamente en 
desarrollos posteriores a la vigencia de la Constitución Política de 1991, que 
permitió su concepción como control de orden constitucional y legal, encaminado 
a la efectividad del derecho material, el respeto a las garantías de los 
intervinientes, la reparación de agravios y la unificación de la jurisprudencia. 
Así mismo aconteció en materia civil, donde en el Código General del Proceso 
(Ley 1564 de 2012), se fijan como derroteros la unificación de la jurisprudencia 
nacional, la realización del derecho objetivo, la reparación de los agravios 
inferidos a las partes con ocasión de la sentencia impugnada, la protección de los 
derechos constitucionales y el control de legalidad de los fallos. 
 
Por lo anterior se propone: 
a. Modificación del artículo 86 Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad 
Social, para señalar de manera expresa los fines de la casación laboral, 
armonizándolo con el artículo 7 de la Ley 1285 de 2009, modificatorio del 
artículo 16 de la Ley 270 de 1996. Ello conforme los criterios señalados por la 
Corte Constitucional en sentencias C-713 de 2008 y C-372 de 2011, 
redimensionándolo hacia la defensa de la unidad e integridad del 
ordenamiento jurídico, la unificación de la jurisprudencia nacional, el control 
de legalidad de las sentencias -en sentido amplio-, el logro de la eficacia de 
los tratados e instrumentos internacionales, la protección de los derechos 
constitucionales, entre ellos, los fundamentales, y la reparación de agravios 
generados a las partes con ocasión de las sentencias recurridas. 
 
En tal sentido, se propone: 
 
60 Constitucionalización del recurso extraordinario de casación laboral 
Flexibilización de la técnica 
 
 
Artículo 86.- Fines del recurso de casación. 
Son fines del recurso de casación laboral la defensa de la unidad e integridad 
del ordenamiento jurídico, velando por la realización del ordenamiento 
constitucional y legal, el logro de la eficacia de los tratados e instrumentos 
internacionales, la protección de los derechos constitucionales, propender por 
la realización de los derechos fundamentales de los asociados, el control de la 
actividad jurisdiccional, la unificación de la jurisprudencia nacional, y la 
reparación de agravios generados a las partes con ocasión de las sentencias 
objeto del presente recurso. 
 
b. Creación de un parágrafo al artículo 90 del Código Procesal del Trabajo y de la 
Seguridad Social (requisitos de la demanda de casación), que establezca la 
facultad excepcional para el juez de casación que le permita obviar los 
presupuestos de técnica en todos los casos que involucren derechos 
fundamentales de las partes, especialmente, cuando el recurrente es el 




Parágrafo.- Cuando se alegue o advierta la vulneración de un derecho 
fundamental de alguna de las partes, el juez de casación debe obviar la 
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